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Resumen 

Las intendencias de policía en nuestro país, por varias décadas han 

ejercido jurisdicción penal, facultad que las ha habilitado a privar de la libertad a 

las personas –hoy por hoy- hasta por treinta días, en condiciones 

aparentemente arbitrarias, carentes de filtros constitucionales, en las que 

frecuentemente se ha denunciado la vulneración de derechos humanos.  

El hecho de que sean un órgano de la función ejecutiva y además sus 

representantes sean de libre nombramiento y remoción por las gobernaciones 

provinciales, hace mucho más cuestionable su administración de justicia, por la 

exigua independencia orgánica que ofrecen, consecuentemente la endeble 

imparcialidad en el juzgamiento contravencional. 

Este problema se maximiza cuando analizamos la estructura jurídica del 

sistema contravencional en el que administrarán justicia; un sistema de siglos 

pasados que ha sobrevivido hasta nuestros días, que en el campo sustantivo 

contiene tipos penales que prohíben actos obscenos, impúdicos, inmorales, y 

contrarios a las buenas costumbres y, en el ámbito adjetivo prevé un proceso 

eminentemente inquisitivo. 

Razones por las que, el objetivo de la presente tesis será la 

confrontación del sistema contravencional con el sistema garantista 

desarrollado por Luigi Ferrajoli, y el estudio e investigación concreta de la 

jurisdicción penal ejercida por una intendencia de policía del país, para así 

evidenciar los niveles de arbitrariedad, decisionismo o ejercicio ilimitado de 

poder que puede habilitar este sistema penal.  
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Introducción 

El límite al poder punitivo estatal, ha sido uno de los temas más álgidos 

de lucha, discusión y logros -conceptuales aunque muy poco materiales-, 

dentro del último siglo, ya que dicho poder ha sido el mejor y más efectivo 

instrumento de arbitrariedad y opresión de los pueblos, generalmente utilizado 

por sus gobernantes a través del estado para conseguir sus fines o establecer 

modelos de gobierno. 

Dentro de éste contexto el principio de separación de poderes, en 

ejecutivo (gobierna), legislativo  (legisla) y judicial (administra justicia)1, su 

mutuo control y fiscalización dentro de un sistema de pesos y contrapesos, 

pero imperativamente la distinción e independencia de sus funciones, ha sido 

uno de los avances más importantes. 

Empero, en el Ecuador, pese al reconocimiento constitucional y legal de 

la organización del poder bajo éste principio2, existen y perviven instituciones 

como las intendencias de policía3, que dentro de otras tienen4 la función de 

administrar justicia en el campo contravencional, consecuentemente se 

encuentran atribuidas de jurisdicción penal, y tienen la facultad de privar de la 

libertad a una persona hasta por 30 días; en otras palabras, subsiste en 

nuestro país un órgano de la función ejecutiva desempeñando funciones 

jurisdiccionales privativas de la libertad, obviando que sin jueces formal y 

                                                            
1 Separación clásica de funciones estatales, a las que el Ecuador en su última Constitución (2008) ha 
añadido dos: la Función de Transparencia y Control Social y la Función Electoral. 
2 Título IV de la Constitución de la República 
3 Intendencias de Policía que pertenecen de manera directa a la Función Ejecutiva, con cargos de libre 
nombramiento y remoción, que en muchas ocasiones son cuotas políticas, por tanto sin una garantía de 
independencia interna y externa 
4 Pese a que actualmente en varias territorialidades existen Jueces y Juezas Contravencionales, en 
muchas otras aún, los y las Intendentes y Comisarios/as de Policía continúan administrando justicia 
contravencional, debido a lo que hacemos esta afirmación en presente.   
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materialmente independientes no puede haber Estado de Derecho, no puede 

haber auténtica democracia5 

Sin embargo, no solamente el órgano de administración de justicia 

contravencional es el que desborda el poder punitivo estatal, sino el sistema 

contravencional en sí mismo; un sistema longevo que ha sobrevivido a 

cualquier intento del estado de derecho, que lo esquiva, lo escabulle y se 

mimetiza en el ordenamiento jurídico, cobijado por la invisibilidad de lo que 

muchos llaman simples faltas. 

Este sistema obvia a la estricta legalidad, cuando prevé un sinnúmero de 

infracciones penales basadas en juicios de valor, moralidad, conductas 

indeterminadas y de imposible comprobación empírica, como prohibiciones 

referentes a actos obscenos, impúdicos, inmorales, indecentes y similares, que 

más que un instrumento de control social tendiente a proteger derechos 

fundamentales, termina siendo un medio de imposición de un modelo de moral 

y buenas costumbres de otra época y otro contexto.  

Evidentemente este ataque asesino a la estricta legalidad, hiere de 

muerte a la estricta jurisdiccionalidad siendo imposible el realizar un juicio justo 

a partir de prohibiciones incomprobables empíricamente, por tanto sin la 

posibilidad de acusaciones objetivas, que hacen irrealizable la contradicción o 

defensa, más aún con un proceso penal eminentemente inquisitivo en el que el 

juzgador es juez y parte, consecuentemente carente de imparcialidad e 

independencia. 

                                                            
5 Carlos Jiménez Villarejo y Antonio Doñate, Jueces, pero parciales, La pervivencia del franquismo  en el 
poder judicial, Barcelona, Pasado y Presente, 2012, p. 211 
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En este contexto normativo y orgánico ¿qué tan arbitraria puede llegar a 

ser la administración de justicia dirigida por un organismo de la función 

ejecutiva?, siendo esta la pregunta que guió nuestra investigación desde el 

inicio, ya que bajo la descripción precedente era evidente que nuestro país 

sostiene un sistema contravencional decisionista, pero ¿qué tan perverso 

puede llegar a ser ese sistema en la práctica?, ¿qué tan opresor y vulnerador 

de derechos?, esa era realmente la cuestión. 

Para poder respondérnosla, el método era tan importante como el fin, 

por tanto nos asistimos –a nuestro criterio- de uno de los mejores y más 

trabajados instrumentos jurídicos contemporáneos, el Sistema Garantista, 

desarrollado por Luigi Ferrajoli, que en virtud de su coherente y racional 

composición axiológica de principios, partiendo de la comparación, es un 

efectivo medidor de legitimidad de sistemas penales concretos, a través del 

que, pudimos -de forma objetiva- conocer, demostrar y concluir que nuestro 

sistema contravencional desde su estructura y concepción, hace inaplicables 

en casos concretos –prácticamente- todos los derechos de protección o 

garantías del debido proceso de un ser humano, desde el ser juzgados por 

autoridad competente, por infracciones taxativamente previstas, partiendo del 

reconocimiento de un estado de inocencia, ejerciendo en todo momento el 

derecho a la defensa que implica la facultad efectiva de presentar pruebas de 

descargo –por hechos empíricamente probables-, el tiempo máximo de 

detención sin fórmula de juicio…en fin; demostrando –desde el modelo teórico- 

lo irracional, decisionista y basado en el poder de nuestro sistema 

contravencional.  
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Luego de esta comparación sistémico-teórica que nos brinda estas 

substanciales conclusiones -que podrán apreciarse a lo largo del primer 

capítulo-, el trabajo hubiera sido incompleto sino contaba con un estudio de los 

efectos precisos y empíricos de este agujero negro llamado sistema 

contravencional, del manejo práctico de todo este poder punitivo desbordado, 

por parte de un organismo que en sí mismo nace desnaturalizado, es así, que 

se realizó una investigación concreta de todas las personas que fueron 

privadas de la libertad en el año 2011 por una intendencia de policía del país, 

buscando verificar las razones de sus detenciones, la garantía de sus derechos 

de protección en los procesos contravencionales, la motivación de sus 

sentencias condenatorias, en general, el respeto a su humanidad en su 

privación de la libertad. 

Empero, la búsqueda de esta información no fue nada sencilla, en 

principio esta dependencia ejecutiva negó –por escrito- poseer cualquier tipo de 

informe relacionado a las personas privadas de la libertad bajo sus órdenes en 

el año 2011, luego, en virtud de la solicitud de esta misma información a la 

gobernación que era su nominadora, la propia intendencia de policía entregó 

copias certificadas de dicho informe, a partir del que, se pudo realizar un 

análisis cuantitativo (cruzando variables como el número de personas privadas 

de la libertad, tiempo de su detención y motivo de detención) que arrojó la 

presunción de la detención arbitraria de aproximadamente 789 personas. 

De estas personas, se escogieron los casos de 10, de las que se solicitó 

copias certificadas de sus expedientes, que bajo la misma lógica evasiva 

fueron también negadas, obteniendo únicamente el acceso a unos cuantos 

partes policiales, certificados médicos y memoradum de libertad, a partir de los 
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que, se realizó un análisis cualitativo del que se desprendió la presunta 

detención arbitraria de cinco personas. Demostrando no solo en la teoría –

comparación con el sistema SG- sino en la práctica la superlativa tendencia del 

sistema contravencional a un derecho penal máximo, de poder y arbitrario. 

Por estas razones, se asumió la decisión personal de plantear una 

garantía jurisdiccional de acceso a la información pública, dirigida en contra de 

la intendencia de policía y el ministerio del interior, para así poder acceder a los 

expedientes contravencionales de los que se evidenciaba graves indicios 

delictuales en la sustanciación de los procesos y las penas impuestas, sin 

embargo, como se apreciará de los anexos, luego de un proceso 

absolutamente irregular –vulneratorio de derechos- esta acción fue desechada 

bajo el argumento de que estos documentos no los posee la intendencia y no 

es su obligación el crear algo que no posee. Pudiendo entender que el 

decisionismo no solo vive en el derecho penal, sino, que ha extendido sus 

dominios a la aplicación de la justicia constitucional. 

  Este será el orden dispuesto en la presente tesis, la hipótesis de la que 

partimos, la metodología para abordarla y la base de nuestras conclusiones, 

siendo menester determinar que su alcance no va más allá de un examen -

teórico-de legitimidad de un sistema penal formal y la verificación de sus 

efectos –prácticos- a través de la investigación de una intendencia de policía en 

el año 2011, que por supuesto, no nos permite generalizar nuestros hallazgos a 

la administración de justicia contravencional de años anteriores ni posteriores, 

ni a todas las intendencias de policía del país en cualquier periodo, sino, solo a 

modo de muestra, observar la aplicación de un sistema que en su estructura se 

configura como arbitrario. 
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Por otra parte, también cabe acotar que el análisis cuantitativo que 

concluye la presunta detención arbitraria de 789 personas se lo realizó 

principalmente sobre la base del informe de personas privadas de la libertad 

presentado por la misma intendencia de policía a la gobernación de su 

provincia, viéndonos limitados en investigar con mayor profundidad las 

condiciones procesales en las que se las detuvo y condeno, por la entrega 

parcial y negativa de entrega de información –expedientes contravencionales -

por parte de la dependencia ejecutiva, sin embargo, a partir de los pocos 

documentos obtenidos se pudo colegir importantes conclusiones. 

Por tanto, la mejor concepción que se puede dar a esta tesis es el 

considerarla un insumo investigativo a ser analizado, discutido y criticado en los 

diferentes espacios académicos, pero principalmente, en el ámbito legislativo a 

propósito de la discusión coyuntural del proyecto de Código Orgánico Integral 

Penal, en donde puede ser un elemento que alimente la reforma y derogación 

de un sistema tendiente, tal vez más que ningún otro, al derecho penal máximo 

y de poder.      
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CAPÍTULO I: Naturaleza jurídica de las intendencias de policía y sus 
funciones de administración de justicia 

 1.- Separación de poderes e intendencias de policía  

Desde el inicio del constitucionalismo ecuatoriano, o dicho de otra 

manera desde la conformación del Ecuador como un estado soberano, al 

menos normativamente, siempre estuvo muy clara la separación de poderes, y 

cuales eran estos6, por supuesto, con la evidente distinción de tres funciones 

del Estado y no de cinco como se determina desde la Constitución del 2008. 

                                                            
6 Constitución de 1830: Título III Del Poder Legislativo, Título IV Del Poder Ejecutivo y Título V Del Poder 
Judicial; Constitución de 1835: Art. 15.- El Poder Supremo se divide para su administración en 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial; cada uno ejercerá las atribuciones que le señala esta Constitución, sin 
exceder de los límites que ella prescribe; Constitución de 1843: Artículo 3.- El Gobierno de la República 
del Ecuador es popular, electivo, representativo, alternativo, responsable, y distribuido para su ejercicio en 
tres poderes, Legislativo, Ejecutivo, y Judicial; cada uno se ejercerá separadamente, y dentro de los 
límites que le señala esta Constitución; sin que jamás puedan reunirse en una misma persona; Artículo 4.- 
El poder de hacer las leyes corresponde al Congreso: el de ejecutarlas, al Encargado del Ejecutivo; y el 
de aplicarlas civil y criminalmente, a los tribunales y juzgados; Constitución de 1845: Art. 15.- El Poder 
Supremo se divide para su administración en Legislativo, Ejecutivo y Judicial; cada uno ejercerá las 
atribuciones que le señala esta Constitución, sin exceder de los límites que ella prescribe; Constitución 
de 1851: Artículo 14.- El poder de hacer las leyes corresponde a la Asamblea Nacional; el de ejercitarlas, 
al encargado del Ejecutivo; y el de aplicarlas civil y criminalmente, a los tribunales y juzgados; 
Constitución de 1852: Artículo 15.- El Poder Supremo se divide, para su administración, en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial; cada uno ejercerá las atribuciones que les señale esta Constitución, sin exceder de 
los límites que ella prescribe; Constitución de 1861: Artículo 14.- El Poder Supremo se divide en 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Cada uno ejercerá las atribuciones que le señala esta Constitución sin 
excederse de los límites que ella prescribe; Constitución de 1869: Artículo 15.- El Poder Supremo se 
divide en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Cada uno ejercerá las atribuciones que le señala esta 
Constitución, sin excederse de los límites que ella prescribe; Constitución de 1878: Artículo 6.- El poder 
supremo se divide en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Cada uno ejerce las atribuciones que le señale esta 
Constitución, sin excederse de los límites que ella prescribe; Constitución de 1884: Artículo 4.- El 
Gobierno del Ecuador es popular, electivo, representativo, alternativo y responsable. Se distribuye en tres 
poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Cada uno ejercerá las atribuciones que le señala esta 
Constitución, sin excederse de los límites por ella prescritos; Constitución de 1897: Artículo 4.- El 
Gobierno del Ecuador es popular, electivo, representativo, alternativo y responsable. Se distribuye en tres 
Poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Cada uno ejerce las atribuciones que le señala ésta sin 
excederse de los límites por ella prescritos; Constitución de 1906: Artículo 4.- El Ecuador adopta la 
forma de Gobierno republicana, representativa y democrática. En consecuencia, éste es popular, electivo, 
alternativo y responsable; y se distribuye en tres Poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial; cada uno de 
los cuales ejerce las atribuciones señaladas por la Constitución y las leyes; Constitución de 1929: 
Artículo 3.- La soberanía reside esencialmente en el pueblo, quien la ejerce por medio de los Poderes 
Públicos que la Constitución establece; Constitución de 1945: Artículo 2.- La soberanía radica en el 
pueblo, quien la ejerce por medio de los órganos del Poder Público que esta Constitución establece; 
Constitución de 1946: Artículo 3.- La Soberanía Nacional se ejerce por medio de los órganos del Poder 
Público que esta Constitución establece; Constitución de 1967: Artículo 2.- La soberanía reside en el 
pueblo, y se ejerce, por los órganos del Poder Público; Constitución de 1979: Art. 1.- El Ecuador es un 
Estado soberano" independiente, democrático y unitario. Su gobierno es republicano, electivo, 
responsable y alternativo. La soberanía radica en el pueblo que la ejerce por los órganos del poder 
público; Constitución de 1998: Artículo 1.- El Ecuador es un estado social de derecho, soberano, 
unitario, independiente, democrático, pluricultural y multiétnico. Su gobierno es republicano, presidencial, 
electivo, representativo, responsable, alternativo, participativo y de administración descentralizada. La 
soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es la base de la autoridad, que ejerce a través de los 
órganos del poder público y de los medios democráticos previstos en esta Constitución; y, Constitución 
de 2008: Art. 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y 
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Siempre se identificó y diferenció un poder legislativo, un poder ejecutivo y un 

poder judicial7, más aún, y así determinado expresamente, el primero con el 

poder de hacer las leyes, el segundo con el de ejecutarlas; y el tercero de 

aplicarlas civil y criminalmente8, además se estableció la prohibición de 

injerencia o intervención en los otros poderes y, por supuesto, su mutuo 

control, bajo la evidente lógica, que reconoce, que para que el poder político no 

sea tiránico o totalitario debe estar repartido y recíprocamente controlado.9 

Actualmente, esa distinción es manifiesta desde el primer artículo de la 

Constitución, que determina la estructura del estado, y que define al Ecuador, 

entre otras características, como un estado constitucional de derechos y 

justicia, democrático y organizado en forma de república, parámetros que 

llevan implícito en sí mismo la separación de funciones o poderes del Estado, 

no siendo necesario mayor análisis en este punto para dejarlo por sentado.   

Ya particularizando, de acuerdo a la Constitución de la República, la 

“Función Ejecutiva está integrada por la Presidencia y Vicepresidencia de la 

República, los Ministerios de Estado y los demás organismos e instituciones 

necesarios para cumplir, en el ámbito de su competencia, las atribuciones de 

rectoría, planificación, ejecución y evaluación de las políticas públicas 

                                                                                                                                                                              
se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el 
fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de 
participación directa previstas en la Constitución. Los recursos naturales no renovables del territorio del 
Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible.  
7 No profundizaremos en la discusión de poderes o funciones, no es el objeto de estudio, sin embargo se 
utiliza la denominación de poderes, porque así se encuentra concebido en muchas de las Constituciones 
ecuatorianas. 
8 Constituciones del Ecuador de 1843 y 1851 
9 Carlos Jiménez Villarejo y Antonio Doñate, Jueces, pero parciales, La pervivencia del franquismo  en el 
poder judicial, p. 211 
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nacionales y planes que se creen para ejecutarlas”10, uno de esos organismos 

son las intendencias de policía. 

Actualmente su figura orgánica se regula a través del Estatuto del 

Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, instrumento normativo 

en donde se determinan sus atribuciones, que de manera puntual serán  la 

supervisión, coordinación y dirección del comando de policía de la territorialidad 

provincial, el cumplimiento de las disposiciones del gobernador y demás 

superiores jerárquicos, y las atribuciones asignadas por otras leyes y 

reglamentos, especialmente la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su 

reglamento.11 

Para generar un marco más específico de sus atribuciones, nos 

detendremos brevemente en cada una de ellas. En primer lugar, la supervisión, 

coordinación y dirección del comando de policía de la territorialidad provincial, 

articula a dos organismos propios de la función ejecutiva, la intendencia y la 

policía nacional, ambos regentados por el ministerio del interior, 

consecuentemente vincula dos atribuciones de esta función estatal, la 

administrativa-gubernamental de vigilancia de ejecución de la Constitución, 

leyes y demás normativa inferior y, la operativa de protección interna de 

derechos, libertades y garantías de los ciudadanos y mantenimiento del orden 

público12; es decir, que inicialmente, la intendencia de policía, se constituye 

como el organismo administrativo de control y dirección del organismo 

operativo de protección interna de los derechos de los ciudadanos.   

                                                            
10 Art. 141 de la Constitución de la República. 
11 Art. 39 y 41 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva 
12 Art. 158 de la Constitución de la República 
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Otra de las funciones de las intendencias de policía, es el cumplimiento 

de las disposiciones de la o el gobernador y demás superiores jerárquicos, 

evidentemente estas disposiciones serán conforme a sus propias atribuciones. 

La o el gobernador, se constituye en el representante seccional de la función 

ejecutiva o más propiamente del presidente de la república, de allí, que su 

función, de manera general, será el cumplir y hacer cumplir la Constitución, las 

leyes, los tratados internacionales y demás normativa secundaria13en la 

provincia, para lo que, deberá  supervisar la actividad de los órganos de la 

administración pública central e institucional, cuidar de la tranquilidad y orden 

públicos, proteger la seguridad de las personas y de los bienes; prevenir los 

delitos y combatir la delincuencia; prevenir los conflictos sociales; velar porque 

los funcionarios y empleados públicos desempeñen cumplidamente sus 

deberes; coordinar la actividad de la fuerza pública con sede en la provincia14, 

etc., es decir, dentro de este ámbito protector-preventivo-administrativo es que 

la gobernación podrá disponer acciones a una intendencia de policía. 

Finalmente, las intendencias deben cumplir con las atribuciones 

asignadas por otras leyes y reglamentos, especialmente la Ley Orgánica de 

Defensa del Consumidor y su reglamento, siendo el ámbito de esta última el 

“normar las relaciones entre proveedores y consumidores, promoviendo el 

conocimiento y protegiendo los derechos de los consumidores y procurando la 

equidad y la seguridad jurídica en dichas relaciones entre las partes.”15 y, el rol 

particular que asigna a los y las intendentes el control de la especulación16, sin 

embargo, esta ley asigna la competencia para conocer y resolver sobre las 

                                                            
13 Art. 147 numeral 1Ibídem 
14 Art. 26 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva 
15 Art. Art. 1 de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor. 
16 Art. 53 Ibídem 
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infracciones establecidas en la misma, a los juzgados contravencionales17, que 

en la práctica y por la prorrogación de competencia que realiza el Código 

Orgánico de la Función Judicial, ha radicado en las intendencias de Policía, 

situación que es materia de cuestionamiento en la presente y que será 

analizada en el siguiente capítulo. 

Entonces, de acuerdo al análisis anterior, una intendencia de policía 

tendrá como función principal el cumplir y hacer cumplir la Constitución, las 

leyes, los tratados internacionales y demás normativa secundaria, dentro de 

este marco deberá controlar y dirigir la institución operativa de protección 

interna de los derechos de los ciudadanos, como es la policía, además, de 

tener atribuciones de control de la especulación precautelando los derechos del 

consumidor; no teniendo que ver ninguna de estas funciones con la 

administración de justicia, sino más bien con la ejecución de la normativa 

jurídica del Estado, propia de un organismo que forma parte de la función 

ejecutiva, que fue concebido así desde sus orígenes, con el fin de mantener el 

orden público.18 

2.- La administración de justicia contravencional de acuerdo a la 
Constitución de la República y el Código Orgánico de la Función Judicial 

Además de la estructura y definición de nuestro país como un estado 

constitucional de derechos y justicia y su organización en forma de república, 

ya abordado con anterioridad, la Constitución cuando desarrolla la disposición y 

principios de la función judicial ratifica con claridad y precisión el principio de 

separación de poderes y la exclusividad de las competencias de la función 

judicial, estableciendo que la potestad de administrar justicia emana del pueblo 

                                                            
17 Art. 84 Ibídem 
18 Ver en: Carl Schmitt, La Dictadura. Desde los comienzos del pensamiento moderno de la soberanía 
hasta la lucha de clases proletaria, Madrid,  Alianza Editorial, 2003, p. 199 y 200 
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y se ejerce por los órganos de la función judicial, dejando a salvo otros órganos 

previstos en la misma Constitución19, por supuesto referidos a la justicia 

indígena y los medios alternativos de solución de conflictos.20 

Pero principalmente reconoce el principio de unidad jurisdiccional, que 

es contundente al determinar que ninguna autoridad de las demás funciones 

del Estado podrá desempeñar funciones de administración de justicia 

ordinaria21, es decir, ningún organismo, dependencia o autoridad de las 

funciones ejecutiva, legislativa, electoral o de transparencia y control social que 

además dentro de sus funciones constitucionales y legales no prevén la 

administración de justicia. 

Finalmente a este respecto, la Constitución establece que la función 

judicial se compone exclusivamente de órganos jurisdiccionales, órganos 

administrativos, órganos auxiliares y órganos autónomos22, de los que, solo los 

jurisdiccionales son los únicos encargados de administrar justicia, siendo estos 

la corte nacional y cortes provinciales de justicia, los juzgados y tribunales y los 

juzgados de paz23, y ningún otro organismo, peor aún de la función ejecutiva. 

Concordantemente el Código Orgánico de la Función Judicial, reconoce 

desde su primer artículo que la potestad de administrar justicia se ejerce por los 

órganos de la función judicial, que la jurisdicción y competencia nacen de la 

Constitución y la ley, y que por tanto solo podrán ejercer la potestad 

jurisdiccional las juezas y jueces nombrados de conformidad con sus 

preceptos, consecuentemente determinando que no ejercerán potestad 

                                                            
19 Art. 167 de la Constitución de la República 
20 Art. 171 y 190 Ibídem. 
21 Art. 168 Ibídem 
22 Art. 177 Ibídem 
23 Art. 178 Ibídem 
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jurisdiccional las juezas, jueces o tribunales de excepción ni las comisiones 

especiales creadas para el efecto. 24 

En el mismo sentido establece que, ninguna función, órgano o autoridad 

del estado podrá interferir en el ejercicio de los deberes y atribuciones de la 

función judicial y que, toda violación a este principio conllevará responsabilidad 

administrativa, civil y/o penal, de acuerdo con la ley25, ya que al igual que la 

Constitución reconoce el principio constitucional de unidad jurisdiccional, que 

implica que ninguna autoridad de las demás funciones del estado podrá 

desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria26. 

En base al principio de especialidad esta ley orgánica determina que la 

potestad jurisdiccional se ejercerá por las juezas y jueces en forma 

especializada, según las diferentes áreas de la competencia, sin embargo, en 

lugares con escasa población de usuarios o en atención a la carga procesal, 

una jueza o juez podrá ejercer varias o la totalidad de las especializaciones27; 

ni siquiera en estos casos se establece prorrogaciones a dependencias de la 

Función Ejecutiva.  

En cuanto a la administración de justicia contravencional se refiere, se 

determina que, esta especialidad está reservada privativamente a los y las 

juezas contravencionales, quienes deberán conocer las contravenciones 

tipificadas en la ley penal ordina, las infracciones a las normas de la Ley 

Orgánica de Defensa al Consumidor; las diligencias pre-procesales de prueba 

material en materia penal y civil, la notificación de los protestos de cheques, la 

realización de actuaciones procesales que le sean deprecadas o comisionadas, 

                                                            
24 Art. 7 del Código Orgánico de la Función Judicial 
25 Art. 8 Ibídem 
26 Art. 10 Ibídem 
27 Art. 11 Ibídem 
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y además, en los lugares donde no existieran juezas o jueces de violencia 

contra la mujer y la familia los hechos y actos de violencia y las 

contravenciones cuando se trate de los casos previstos en la Ley Contra la 

Violencia a la Mujer y la Familia28. 

Es decir, y como no podía ser de otra manera, la administración de 

justicia, constitucional y legalmente está atribuida a los órganos que componen 

la función judicial, más aún, ni siquiera a todos ellos, sino únicamente a los 

jurisdiccionales. 

Otro elemento que reafirma normativamente esta máxima, es que el 

mismo Código Orgánico de la Función Judicial en sus disposiciones 

reformatorias y derogatorias, deroga varios artículos o reforma parte de ellos en 

distintas leyes, que de cualquier forma refirieran administración de justicia 

ejercida por las intendencias de policía, como son la Ley de Migración, Ley de 

Fabricación, Importación y Exportación, Comercialización y Tenencia de 

Armas, Municiones, Explosivos y Accesorios, Ley para la Preservación de 

Zonas de Reserva y Parques Nacionales y Ley de la Cartografía Nacional29, 

más aún determinando taxativamente que estas competencias contenidas en 

estas leyes, corresponderán a los juzgados contravencionales o de garantías 

penales, dependiendo el caso.  

 

 

 

                                                            
28 Art. 231 Ibídem 
29 Disposiciones reformatorias y derogatorias numerales 18, 19, 24 y 28 del Código Orgánico de la 
Función Judicial. 
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3.- Constitucionalidad de la prorrogación de competencia contravencional 
a las intendencias de policía  

Sin embargo de lo antes manifestado, la disposición transitoria décima 

del Código Orgánico de la Función Judicial que trata sobre los procesos en 

curso, literalmente en su literal f) manifiesta:  

 

Para la sustanciación de los procesos que se hallan actualmente en 

curso ante las judicaturas del país, se seguirán las siguientes disposiciones: 

(…) f. La jurisdicción de los actuales intendentes, comisarios, comisarias, 

comisarías y comisarios de la mujer y la familia, jueces, ministros jueces y 

magistrados, no se suspenderá con la vigencia de este código hasta que los 

juzgados de contravenciones, juzgados de violencia contra la mujer y la familia 

sean implementados y ejerzan sus funciones. (…) 

 

Disposición que deberá ser analizada a la luz de los argumentos 

normativos antes descritos y además, más que todo, en razón de su aplicación 

práctica. En primer lugar, debemos partir por preguntarnos ¿Las intendencias 

tienen o tuvieron jurisdicción?, porque la citada disposición transitoria parte por 

determinar que las intendencias tienen jurisdicción, para luego manifestar que 

ésta no se suspenderá hasta la existencia de las judicaturas contravencionales 

y de violencia contra la mujer y la familia. 

Conforme el Código Orgánico de la Función Judicial, la jurisdicción 

consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, potestad 

que se encuentra atribuida exclusivamente a los jueces y juezas establecidos 

por la Constitución y las leyes30; el Código de Procedimiento Civil ratifica 

                                                            
30 Art. 150 del Código Orgánico de la Función Judicial  
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aquello, pero añade que es el poder de administrar justicia31; y de hecho, esto 

no es una innovación del Código Orgánico de la Función Judicial promulgado el 

9 de marzo de 2009 o del mucho más antiguo Código de Procedimiento Civil, 

histórico-constitucionalmente el Ecuador, desde que existe como estado, 

siempre lo ha reconocido así32.  

De acuerdo a estas mismas normas la jurisdicción nace por el 

nombramiento efectuado conforme la Constitución y la ley33 y su ejercicio está 

reservado a jueces y juezas34, y en cuanto a su ámbito, se precisa que la 

jurisdicción penal, se manifestará conforme a lo dispuesto por la Constitución, 

los tratados y convenios internacionales suscritos y ratificados por el Ecuador, 

este Código, el Código de Procedimiento Penal y más leyes pertinentes35, no 

encontrándose en ninguna de estas normas, disposición alguna, a excepción 

de la transitoria antes citada, que faculte a los y las intendentes de policía a 

ejercer jurisdicción, más bien, la proscriben como órgano de la función 

ejecutiva. 

Por otro lado la competencia es la medida dentro de la cual la potestad 

jurisdiccional está distribuida entre las diversas cortes, tribunales y juzgados, 

en razón de las personas, del territorio, de la materia, y de los grados36, por 

tanto al ser la medida de la jurisdicción se rige por sus mismos principios, 

partiendo de a quien esta atribuida, únicamente a jueces y juezas, y las reglas 

de su prorrogación37, una de ellas la indelegabilidad de competencia38.  

                                                            
31 Art. 1 del Código de Procedimiento Civil 
32 Art. 45 de la Constitución del Estado de Ecuador de 1830: “La Justicia será administrada por una alta 
Corte de Justicia, por Cortes de apelación, y por los demás tribunales que estableciere la ley.” 
33 Art. 152 del Código Orgánico de la Función Judicial y Art. 18 del Código de Procedimiento Civil. 
34 Art. 152 del Código Orgánico de la Función Judicial y Art. 16 del Código de Procedimiento Civil 
35 Art. 151 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
36 Art. 156 del Código Orgánico de la Función Judicial y Art. 1 del Código de Procedimiento Civil 
37 Art. 162 del Código Orgánico de la Función Judicial 
38 Art. 158 Ibídem 
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Entonces bajo estos argumentos podemos decir que las intendencias, en 

teoría, en ningún caso podían tener jurisdicción y competencia, sin embargo, 

formalmente se rompe el principio constitucional de unidad jurisdiccional, que 

como ya hemos visto fue reconocido desde la primera constitución ecuatoriana 

y, el 10 de junio de 1983 a través de Registro Oficial 511, la cámara de 

representantes del Ecuador, emite el Código de Procedimiento Penal –hoy 

derogado-, en el que expresamente reconoce competencia penal en materia 

contravencional a los/las intendentes, subintendentes, comisarios/as de policía 

y tenientes políticos39 y posteriormente con la promulgación de la Ley No. 72, 

publicada en Registro Oficial Suplemento 574 de 23 de Noviembre de 1994, se 

ratifica esta prorrogación40 

Por otra parte, a través de ley sin número publicada en el Registro Oficial 

145 de 4 de Septiembre de 1997, se reforma la Ley Orgánica de la Función 

Judicial, prorrogando competencia en materia relativa a la ley de violencia 

contra la mujer y la familia a los/las intendentes, comisarios/as nacionales y 

tenientes políticos en los lugares donde no existan jueces y juezas de la 

familia41.  

                                                            
39 Artículos 4 y 10 del Código de Procedimiento Penal de 1983, respectivamente: “Tiene competencia 
penal en los casos, formas y modos que las leyes determinan: a) La Corte Suprema y las cortes 
superiores; b) Los presidentes de las mencionadas cortes; c) Los tribunales penales; d) Los jueces 
penales; d) Los intendentes, subintendentes, comisarios de policía y los tenientes políticos; y, f) Los 
demás tribunales y juzgados establecidos por leyes especiales.” Lo resaltado me corresponde, “Los 
jueces penales juzgarán los delitos de acusación particular previstos en el artículo 428 de este Código, 
dentro de la jurisdicción territorial de su competencia. Para el juzgamiento de las contravenciones son 
competentes los intendentes de Policía, comisarios nacionales de Policía y los tenientes políticos, dentro 
de la respectiva jurisdicción territorial”. Lo resaltado me corresponde. 
40 Art. 435 de la Ley Nº 72: “Para conocer y juzgar las contravenciones son competentes los intendentes 
de Policía, los comisarios nacionales de Policía y los tenientes políticos, dentro de la respectiva 
jurisdicción territorial.” Lo resaltado me corresponde 
41 Artículo innumerado y disposición transitoria décima segunda de la Ley reformatoria a la Ley Orgánica 
de la Función Judicial, respectivamente: “Será además de la competencia de los jueces de la familia las 
materias contempladas en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la familia, sin perjuicio de la 
competencia de los comisarios de la mujer y la familia, de los intendentes, comisarios nacionales y 
tenientes políticos de las localidades donde no existan los referidos jueces.” Lo resaltado me 
corresponde, “Los procesos a los que se refiere el artículo Innum.... y que se encontraren en trámite en 
los Juzgados de lo Civil, serán remitidos a los jueces de la familia, una vez que hayan sido designados y 
posesionados. Lo mismo harán los titulares de las comisarías nacionales, intendentes y comisarías de la 
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Antecedentes a través de los que, se verifica el origen formal de esta 

desnaturalización del principio de separación de poderes, que se retrotraen a 

198342, es decir la contradicción de la ley frente a la Constitución, la 

prorrogación de una facultad que era improrrogable, esto es la administración 

de justicia por un organismo ejecutivo, no puede el controlador máximo 

convertirse en divergente del orden que respalda e institucionaliza.43 

Empero lo que, las intendencias de policía administraron hasta meses 

atrás, y aún administran en algunas provincias, justicia contravencional y de 

protección contra la violencia a la mujer y la familia, tal es así que incluso se 

promulgó a través de Registro Oficial 729 de 21 de junio de 2012, un instructivo 

para la intervención de los intendentes generales de policía en donde se 

concibe entre sus atribuciones la administración de justicia contravencional y 

entre sus productos las sentencias contravencionales. 

Teniendo en este punto, ya al menos una breve descripción normativo-

cronológica del -hasta ahora- ejecutor del sistema contravencional y sus 

funciones de administración de justicia, que nos permitirá contextualizar de 

mejor manera el siguiente análisis, tendiente a determinar el grado de 

arbitrariedad del sistema contravencional en sí mismo.  

 

                                                                                                                                                                              
mujer y la familia respecto de las causas de su competencia de acuerdo a la Ley Contra la Violencia a la 
Mujer y la Familia.” Lo resaltado me corresponde. 
42 Y posiblemente a muchas décadas anteriores, pero, formalmente a través de ley son los antecedentes 
que hemos encontrado. 
43 Ángela Buitrago, la cláusula de exclusión y el juez de control de garantías, en XXVI Congreso 
Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá, Universidad Libre, 2005, p. 318 
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CAPÍTULO II: Comparación del sistema penal contravencional y el 
sistema garantista 

 1.- El sistema garantista  

El sistema garantista (en adelante SG) desarrollado por Luigi Ferrajoli, 

es sin duda, uno de los más sólidos instrumentos jurídicos de nuestra era, un 

modelo sin pretensiones de perfección sino en constante elaboración, que se 

constituye como una propuesta válida de un sistema de principios 

estructurados axiológicamente, que señalan un camino razonable, asentado 

sobre la base de la humanidad, para el tratamiento de las conductas que el 

autor las denomina desviadas.  

La creación de este sistema nace, frente a la consolidación de una 

intervención punitiva estatal desbocada, que rebasa los límites de la ética 

democrática, cuya característica imprescindible es reconocer un pacto social de 

tolerancia, que únicamente se puede conseguir con el respeto irrestricto a los 

derechos humanos, sobre la premisa de la imposibilidad de legitimar cualquier 

acción estatal que no reconozca la condición humana, como fundamento del 

ejercicio de su poder. 

Su desarrollo por excelencia es comparativo, entre la esencia del estado 

de derecho frente al estado absoluto o totalitario, entre la aplicación normativa 

y jurisdiccional de un derecho penal cognoscitivo a uno decisionista; entre las 

garantías penales y procesales y el sustancialismo penal e inquisición procesal. 

El enfrentamiento entre saber y poder, hecho y valor, racionalidad e 

irracionalidad, se encasillará en los extremos de un derecho penal mínimo y un 
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derecho penal máximo, que de acuerdo a la tendencia a uno u otro extremo de 

la punición estatal, definirá su legitimidad44.   

En este contexto el modelo garantista se erige como un parámetro de 

racionalidad, justicia y legitimidad de la intervención punitiva, aplicado en la 

valoración y confrontación de sistemas penales concretos, capaz de ser 

trasladado a cualquier campo del ordenamiento jurídico45, precisamente por su 

naturaleza axiomática, que se nutre de principios que de manera ecléctica han 

sido tomados y sistematizados en una unidad programática, para así, en base 

a la confrontación deslegitimar a los sistemas penales autoritarios.  

Estos principios o garantías se constituyen como “una condición 

necesaria en ausencia de la cual  no está permitido, o está prohibido, 

castigar”46; ordenados estructuralmente estos son: 1) Retributividad (No hay 

pena sin delito); 2) Legalidad (No hay delito sin ley); 3) Necesidad (No hay ley 

sin necesidad); 4) Lesividad (No hay necesidad sin lesión); 5) Materialidad (No 

hay lesión sin acción); 6) Culpabilidad (No hay acción sin culpa), siendo éste 

primer grupo, por su naturaleza y fin, garantías penales; 7) Jurisdiccionalidad 

(No hay culpa sin juicio); 8) Acusatorio (No hay juicio sin acusación); 9) Carga 

de la prueba (No hay acusación sin prueba); y 10) Contradictorio (No hay 

prueba sin defensa); y este segundo conjunto por su carácter adjetivo, 

garantías procesales47. 

Como puede observarse los principios materializados en garantías se 

encuentran ordenados y concatenados de tal forma, en que el primero se 

                                                            
44 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 103 y104 
45 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 851 
46 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 92  
47 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 93. 
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constituye en la base del segundo y éste a su vez, se ve condicionado por el 

tercero, bajo una misma lógica hasta llegar al último; pero además, el primero 

tiene incidencia directa sobre cada uno de los nueve principios restantes, así 

como éstos en el primero, en un orden racional y metódico en el que todos los 

principios dependen y a su vez vinculan a los demás.   

El desarrollo de estos principios permitirá responder a las interrogantes 

del ¿cuándo y cómo castigar?, ¿cuándo y cómo prohibir? y, ¿cuándo y cómo 

juzgar?, preguntas imprescindibles para el abordaje de los conceptos pena, 

delito y juicio, respectivamente; pero más asertivamente al ser éste un modelo 

de deslegitimación nos mostrará y demostrará el ¿cuándo y cómo no castigar?, 

¿cuándo y cómo no prohibir? y, ¿cuándo y cómo no juzgar? 

Siendo éstas razones suficientes para haber escogido al sistema SG 

como la base y modelo de análisis de la legitimidad del sistema penal 

contravencional en el contexto contemporáneo, la metodología a utilizar será la 

confrontación de ambos, pero no solo desde la verificación de la vigencia de los 

principios antes descritos, sino y principalmente, a través de la verificación de 

sus coincidencias con diferentes subsistemas punitivos de autoritarismo 

creciente48 -también desarrollados por Ferrajoli-, que nacen a partir de las 

vulneraciones o sustracciones sucesivas de axiomas garantistas del sistema 

SG, partiendo de la premisa, de que la lesión de una de las garantías 

“repercute sobre el conjunto de las garantías restantes debilitándolas o incluso 

anulándolas”49; para así determinar si el sistema penal contravencional tiene 

                                                            
48 S1: sin prueba y sin defensa; S2: sin acusación separada; S3: sin culpabilidad; S4 sin acción; S5: sin 
ofensa; S6: sin necesidad; S7: sin delito; S8: sin juicio; y S9: sin ley. Ver en Luigi Ferrajoli, Derecho y 
Razón, p. 98  
49 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p.103  
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una tendencia a un derecho penal mínimo y cognoscitivista o a un derecho 

penal máximo, autoritario.  

2.- Supresión de los principios de carga de la prueba y contradictorio50  

Este sistema se caracteriza porque la acusación y defensa solo son 

argumentables pero no verificables y refutables, debido principalmente a que 

en el ordenamiento penal existen figuras formuladas como opciones o juicios 

de valor51, no posibles de ser verificadas empíricamente, es decir, con ausencia 

del principio de estricta legalidad o “denotación taxativa de la acción, del daño y 

de la culpabilidad”52. 

Que crea un indefinido espectro a la valoración, prejuicio y decisión 

del/la juzgador/a, una absoluta e incomprensible confianza en su individualidad 

antes que en su institucionalidad, un ámbito de incertidumbre que genera un 

espacio de poder que sin duda es el mejor caldo de cultivo del decisionismo 

penal. 

El derecho bajo la óptica de control social53 siempre ha sido utilizado 

como mecanismo de imposición de convenciones, estereotipos y diferencias 

sociales; mientras más “necesaria” fuere la imposición, más se ha acercado a 

su prohibición, juzgamiento y castigo, éste a no pensarlo mucho, ha sido un 

mal endémico de la tipificación de la gran mayoría de contravenciones penales, 

erróneamente llamadas de policía, previstas como una coerción de 

acatamiento de buenas costumbres y moral. Situación que en una prima facie 

                                                            
50 Subsistema arbitrario 1: sin prueba y sin defensa  
51 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 98 y 99 
52 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, 96 
53 Entendemos por control social toda instancia de regulación de los cuerpos desde una situación de 
poder, o en concordancia con él, en beneficio del orden instituido. Ver en Flabián Nievas, El control social 
de los cuerpos, Buenos Aires, Editorial Universitaria de Buenos Aires, 1999, p. 33 y 34 
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obliga a entender al derecho como un artificio, situado más del lado del 

convencionalismo que en el de la naturaleza.54  

La gran mayoría de las contravenciones únicamente cumplen con el 

criterio de mera legalidad fuente de la condición de vigencia, en desmedro de la 

legítima estricta legalidad que es una condición de validez55, soslayando que el 

principio de legalidad “no puede tener otro fundamento que la necesidad de 

acotar la violencia selectiva del poder penal” 56 

Contravenciones, que por su carácter prohibitivo de conductas no 

susceptibles de regulación penal, son casi imposibles de juzgar y por la 

ineficacia de su persecución crean una aparente impunidad57, o lo que es peor 

una enorme puerta de paso a la arbitrariedad del poder punitivo.  

Nuestro sistema penal contravencional juzga y sanciona en base a tipos 

penales en su generalidad valorativos, como vestirse de manera indecorosa, 

contraria a las buenas costumbres58, bañarse quebrantando las normas de la 

decencia59, escribir palabras o frases que ofendan a la moral, o dibujar pinturas 

obscenas60, ofender el pudor con acciones o dichos indecentes61, faltar a la 

sumisión y respeto debidos a la autoridad62, no guardar la debida compostura y 

moderación en reuniones públicas63; empero la carencia de validez de estos 

                                                            
54 Rodrigo Rivera Morales, Bloque de constitucionalidad en Venezuela, en XXVI Congreso Colombiano de 
Derecho Procesal, Bogotá, Universidad Libre, 2005, p. 115 
55 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 95 
56 Eugenio Raúl Zaffaroni, “La limitación de la violencia selectiva por la llamada “teoría del delito””, en: En 
busca de las penas perdidas, Buenos Aires, Ediar, 2005, p. 256 
57 Ver en: Ramiro Ávila, comp., Anteproyecto de Código de Garantías Penales, La constitucionalización 
del derecho penal, Serie Justicia y Derechos Humanos, Tomo 17, Quito, V & M Gráficas, 2009, p. 50. 
58 Art. 604 numeral 9 del Código Penal 
59 Art. 604 numeral 10 Ibídem 
60 Art. 604 numeral 34 Ibídem 
61 Art. 604 numeral 35 Ibídem 
62 Art. 604 numeral 43 Ibídem 
63 Art. 604 numeral 52 Ibídem 
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tipos penales, los mismos están plenamente vigentes, pero más que nada 

gozan de un alto porcentaje de efectividad64. 

Pero, ¿cómo probar o refutar objetivamente el decoro, las buenas costumbres, 

la decencia, la moral, la obscenidad, el pudor, la sumisión y respeto debidos, la 

compostura, la moderación?, ¿cuáles son los hechos verificables 

empíricamente que valorará el juez contravencional?; sin duda, no existe forma 

alguna que parta del cognoscitivismo, que no lesione la dignidad de una 

persona, por tanto, que no devenga en una prueba ilícita, por consiguiente 

inadmisible”65 

Acusaciones como éstas “(…) no sólo impiden la verificación sino 

también la defensa, pues equivalen a cajas vacías o semivacías rellenadas 

potestativamente por el juez a tenor de juicios constitutivos y no solamente 

declarativos de los supuestos típicos punibles.”66, aclarando, como lo dice 

Zaffaroni, que serán rellenadas por el juez en última instancia, ya que “el poder 

selectivo del sistema penal (…) no lo tiene primero el legislador, luego el juez, 

por último las agencias ejecutivas, sino todo lo contrario: ejerce el poder del 

sistema el conjunto de agencias ejecutivas, como poder configurador, y 

selectivo, puesto que selecciona unos pocos casos que somete a la agencia 

judicial”67   

                                                            
64 Ver análisis cuantitativo.  
65 Ver en: Manuel Miranda Estrampes, El concepto de Prueba Ilícita y su Tratamiento en el Proceso 
Penal, Barcelona, Editor José María Bosch, 1999, p. 18, en Armando Fuentes Rodríguez, La cláusula de 
exclusión probatoria y el juez de garantía, en XXVI Congreso Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá, 
Universidad Libre, 2005, p. 432  
66 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, 171 
67 Eugenio Raúl Zaffaroni, En torno a la cuestión penal, Lanus, Editorial B de f, 2005, p. 104 y 105 
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En este contexto es imposible llegar a una verdad procesal68, al no 

existir condiciones de verificabilidad y refutabilidad, en las que se pueda aplicar 

los términos verdadero o falso a propósito de una aserción, en las que las 

pruebas nos sirvan para obtener la certeza de una proposición69, ya que para 

ello se depende “(…) de la semántica del lenguaje en que aquella es 

formulada, es decir, del hecho de que sabemos exactamente a qué nos 

referimos con las palabras que utilizamos en ellas.”70  

 A pesar que las conductas antes descritas, se encuentran estatuidas 

como contravenciones de primera clase, solo susceptibles de imposición de 

multa pecuniaria, las personas que de acuerdo a la valoración de un agente 

policial incurren en ellas de manera flagrante, son prisionizadas en un centro de 

detención provisional, CDP, y en el mejor de los casos, tienen que esperar 

cumplir la más cercana frontera a las 24 horas71, o 48 o 72 horas si son 

capturadas en fin de semana72, para tras una audiencia o comparecencia73 

ante un intendente de policía ser liberadas, luego de un engorroso trámite 

administrativo policial. 

Es imprescindible partir por entender que el derecho contravencional, es 

derecho penal de baja intensidad aflictiva, pero derecho penal al fin, el mismo 

que debe estar revestido de las mismas garantías que se reconoce y tiene el 

                                                            
68 Art. 27 del Código Orgánico de la Función Judicial 
69 Francesco Carrara, Programa de derecho criminal, traducción de J. Ortega y J. Guerrero, Parte 
general, Temis, Bogotá, 1957, t. II, p. 381. 
70 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 118 
71 Debido a la errónea interpretación del artículo 77 numeral 1 de la Constitución de la República, por la 
que, diferentes autoridades consideran que tienen “hasta” 24 horas para mantener detenidas a las 
personas. 
72 Debido a que existe una sola Intendencia de Policía en cada provincia, y las mismas no realizan turnos 
en fines de semana, o al menos no funcionan de manera permanente los días sábados, domingos y 
feriados. 
73 O ninguna de ellas, ya que como se verá del análisis cualitativo, aparentemente muchas de las 
personas privadas de la libertad por una contravención, no tuvieron un debido proceso, implícitamente 
una audiencia de juzgamiento. 
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sistema penal propiamente dicho, como presupuesto constitucional de su 

ejercicio.74 

Fallos de otros países, como por ejemplo, el expresado por la C.S.J.N. 

de Argentina en el conocido caso “Mouviel”, en el año 1957, recoge el 

pronunciamiento del aquel entonces procurador general de la nación, 

Sebastián Soler, quien manifestó al respecto, que cuando “ (…) se pretende 

coartar el libre ejercicio de los más elementales derechos individuales, las 

simples contravenciones resultan ser uno de los principales instrumentos de 

que se valen los gobiernos dictatoriales para sofocar la libertad (…) en virtud de 

las cuales muchas veces se transforman en faltas, actitudes que no configuran 

sino el legítimo ejercicio de derechos que la Constitución garantiza a todos los 

habitantes de la Nación”75 

La vigencia de este tipo de contravenciones penales en nuestro país ha 

habilitado a las agencias ejecutivas a ejercer su poder militarizado y 

verticalizador – disciplinario, en una inconmensurable selección criminalizante 

en contra de los portadores de caracteres estereotipados, una criminalización 

secundaria76 dirigida “sobre los sectores más carenciados de la población y 

sobre algunos disidentes (o “diferentes”) más molestos o significativos”77, sobre 

la base de microdosis de castigo de carácter infralegal, casi invisibles, que se 

aplican en pequeñas dosis pero a gran escala: pequeñas humillaciones, 

ínfimas vergüenzas, minúsculas privaciones y toda una batería de mínimas 

                                                            
74 Ver en: Mario Alberto Juliano, Inaceptable administración de justicia contravencional en las provincias 
de Catamarca y Santiago del Estero, publicado en la edición Nº 59 de la revista “Pensamiento Penal” 
(www.pensamientopenal.com.ar) correspondiente al 31 de octubre de 2007. 
75 Fallo del C.S.J.N. de Argentina, en el caso “Mouviel”, en el año 1957,  ponencia del Procurador General 
de la Nación Sebastián Soler, recogido en Mario Alberto Juliano, Inaceptable administración de justicia 
contravencional en las provincias de Catamarca y Santiago del Estero, 2007. 
76 Eugenio Raúl Zaffaroni, Estructura básica del derecho penal, Buenos Aires, Ediar, 2009. 
77 Eugenio Raúl Zaffaroni, En busca de las penas perdidas. Deslegitimación y Dogmática Jurídico-Penal,  
Buenos Aires, Ediar, 2005, p. 28 
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sanciones y moderados displaceres que apuntan a la degradación de aspectos, 

de porciones de conducta, de rangos de acción, pero no del conjunto.78 

Análisis por los que, podemos manifestar que el sistema penal 

contravencional, en cuanto a una gran diversidad de  tipos penales, es un 

sistema sin prueba y sin defensa, profundamente arbitrario e inconstitucional. 

 3.- Supresión del principio acusatorio79  

Dentro del contexto de un estado constitucional y democrático de 

derechos, la o el juez desempeña eminentemente una función de 

contrapoder80, ya que realiza un control de legalidad (validez) de los actos 

legislativos, y por otra parte de tutela de los derechos fundamentales de las 

personas, de posibles abusos estatales de poder, de aquí, la imperativa 

importancia del principio constitucional de separación de poderes, que implica 

que la administración de justicia sea una función exclusiva de una o un juez. 

La imparcialidad, independencia y naturalidad81, deben ser 

características estrictas de su desempeño, ya que harán efectivo el principio 

acusatorio, que “(…) concibe al juez como un sujeto pasivo rígidamente 

separado de las partes y al juicio como una contienda entre iguales iniciada por 

la acusación, a la que compete la carga de la prueba, enfrentada a la defensa 

en un juicio contradictorio, oral y público y resuelta por el juez según su libre 

convicción”82.  

                                                            
78 Flabián Nievas, El control social de los cuerpos, p. 87 
79 Subsistema arbitrario 2: sin acusación separada 
80 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p.580 
81 Imparcialidad (terzietá) ajenidad del juez a los intereses de las partes; independencia exterioridad al 
sistema político; naturalidad su designación y determinación de sus competencias serán anteriores a la 
perpetración del hecho sometido a su juicio. Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 580  
82 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 564 



36 
 

Si bien es cierto, como muchos autores lo afirman, en Europa y América 

el Sistema Acusatorio se instituyó desde la vigencia de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos, donde ya se reconocen derechos procesales83, en el 

Ecuador, dicho principio se introdujo formalmente desde la Constitución Política 

de 1998, encontrando actualmente vigencia en los artículos 178 y 195 de la 

Constitución de la República, que invisten la facultad de administración de 

justicia exclusivamente a los órganos jurisdiccionales y la persecutora a la 

fiscalía general del estado; esta última facultad requirente conforme el Código 

de Procedimiento Penal y Código Orgánico de la Función Judicial solo 

comprende a la infracción delictual, no a la contravencional; creándose una 

dimensión o espacio en blanco en el que el estado de policía vive y perfora 

diariamente el estado de derecho84 

El principio acusatorio es el pilar base de las garantías procesales, una 

derivación directa del principio de jurisdiccionalidad, no solamente por la 

implícita separación entre juez y acusación, que materializa la condición de 

imparcialidad del juez con respecto a las partes, sino porque de su 

cumplimiento también se hace efectivo el principio de igualdad de armas85, la 

paridad que entre acusación y defensa debe existir en un juicio justo, el 

presupuesto de la carga de la imputación y de la prueba86, el aislamiento del 

juez de toda influencia interna o externa.87. 

                                                            
83 Armando Fuentes Rodríguez, La cláusula de exclusión probatoria y el juez de garantía, p. 431 
84 Ver en: Eugenio Zaffaroni, Estructura básica del derecho penal 
85 Ver en: Iñaki Leibar Esparza, El principio del proceso debido, Barcelona, J. M. Bosch, Editor S. A., 
1995, p. 30. 
86 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 567 
87 Osvaldo Alfredo Gozaíni, Derecho procesal constitucional. El debido proceso, Buenos Aires, Editores 
Rubinzai-Culzoni, 2004, p. 253 y 254. 
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El principal fundamento para la caducidad del sistema inquisitivo en la 

sustanciación de procesos penales, fue la concentración de las facultades 

estatales de perseguir o investigar y la de punir o juzgar en un solo órgano 

estatal, como era en la o el juez penal, algo que lo ha encerrado entre dos 

fuegos, enfrentado a la necesidad de averiguar la verdad y su labor judicial de 

recoger las pruebas con inmediación88 

Esto atentaba directamente a su imparcialidad, al ser éste quien 

sustentaba el sumario y a su vez quien resolvía en base a lo practicado en el 

sumario, en palabras de Jairo Parra Quijano: “El buen investigador jamás 

puede ser buen juzgador y viceversa, el buen juzgador no puede ser buen 

investigador”89La o el juez resolvía sobre sus propias actuaciones, era juez y 

parte; sin un verdadero estatuto de independencia materializado en la práctica 

en imparcialidad, característica que implica su equidistancia con las partes en 

conflicto90 

Conforme el Código de Procedimiento Penal, las contravenciones 

pueden juzgarse de oficio o a petición de parte91, siendo esto más manifiesto 

en el juzgamiento de las contravenciones de primera clase, en donde el 

procedimiento únicamente implica que, “(…) comprobada por el juez la 

existencia de la contravención, luego de escuchar al acusado, dictará 

sentencia”92. 

                                                            
88 Armando Fuentes Rodríguez, La cláusula de exclusión probatoria y el juez de garantía, p. 451 
89 Jairo Parra Quijano, Manual de Derecho Probatorio, Bogotá, Ediciones Liberia del Profesional, 2004 
citando en Luis Becerra Mojica, Cláusula de Exclusión y Juez de Garantías, en XXVI Congreso 
Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá, Universidad Libre, 2005, p. 426 
90 Carlos Jiménez Villarejo y Antonio Doñate, Jueces, pero parciales, La pervivencia del franquismo  en el 
poder judicial, p. 211 
91 Art. 394 del Código de Procedimiento Penal 
92 Art. 397 Ibídem 
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En cambio, el juzgamiento de las contravenciones de segunda, tercera, y 

cuarta clase, acepta la posibilidad de un juzgamiento de oficio o uno a petición 

de parte, es decir entre uno en que el juez será requirente y juzgador y otro 

prácticamente civil, en el que el juez inmediará entre un acusador particular y 

un acusado. Así mismo de la redacción de este procedimiento se colige la 

posibilidad de no aperturar una fase probatoria, siendo una facultad del juez el 

decidir si ésta es necesaria o no, si lo fuera, concederá un plazo de 6 días para 

practicarla y, si no, resolverá en 24 horas93.    

En síntesis, el trámite contravencional, cuando se trata de 

contravenciones de primera clase se reduce a la comprobación de la presunta 

infracción por cualquier medio -sin ser obligatoria la contradicción o refutación-; 

la escucha del acusado -que no implica necesariamente una audiencia-; y, la 

emisión inmediata de una sentencia; a su vez, en contravenciones de segunda, 

tercera y cuarta clase, en el conocimiento de una presunta contravención, de 

oficio o a través de una acusación particular; en este último caso su 

contestación; si fuere necesario la apertura de un término probatorio y 

finalmente la emisión de la sentencia94, que hasta hace poco tiempo era 

inimpugnable95 

  Sin embargo, estos trámites tan exiguos y con tantas observaciones 

desde una perspectiva garantista, en la práctica son los menos aplicados, ya 

que en muchos casos su tramitación se comprime a la solicitud verbal de un/a 

presunto/a agraviado/a –ni siquiera al o la intendente, sino a su secretario/a o 

                                                            
93 Art. 398 Ibídem 
94 Arts. 397 y 398 Ibídem 
95 El Art. 403 del Código de Procedimiento Penal manifestaba que: En las sentencias dictadas por 
contravenciones  no habrá recurso alguno , quedando a salvo el ejercicio de la acción de indemnización 
de daños y perjuicios contra el juez que la dictó; siendo declarada inconstitucional la frase: “no habrá 
recurso alguno”, por Resolución del Tribunal Constitucional Nº 0006-2006-DI, publicada en el Registro 
Oficial, Suplemento 531 de 18 de febrero de 2009. 
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amanuense- de una citación para la comparecencia de un/a presunto/a 

denunciado/a96, para la realización de una audiencia, la cual se realiza muchas 

veces sin la presencia de abogados/as -incluso en algunos casos, con una sola 

de las partes con patrocinio-; sin la práctica de pruebas por parte de los sujetos 

procesales, sino en base a lo que en ese momento afirman o niegan; 

aceptando, o peor aun emplazando y obligando a la autoincriminación del 

denunciado, a través de preguntas incriminatorias, sugestivas, capciosas e 

impertinentes por parte de la misma autoridad, que finalmente emitirá una 

decisión infundada, de la que no existe respaldo alguno, y de la que, 

consecuentemente no se puede impugnar.97  

Si bien es cierto el estado tiene la misión de “administrar justicia” no puede ser 

a costa del sacrificio de principios fundamentales, ni a través de procedimientos 

irregulares o violatorios de una serie de derechos que han sido obtenidos a 

través de cruentas luchas.98 

Es decir, tanto desde lo normativo como desde lo práctico, el sistema 

penal contravencional es absolutamente inquisitivo, carente de imparcialidad de 

la o el juez99 quien no se halla separado de la acusación, sino forma parte de 

ella, caracterizado por sus funciones oficiosas y la potestabilidad de sus 

decisiones, en un procedimiento que admite no siempre una misma 

sustanciación;  haciendo impostergable la constitucionalización del proceso 

                                                            
96 Que en la mayoría de casos es por “aclaraciones”, figura inexistente normativamente, pero que sin 
embargo es la base de muchas penas privativas de la libertad. 
97 Esta explicación de un procedimiento penal contravencional en la práctica, se la realiza en base a 
nuestra propia participación en un sinnúmero de procedimientos de esta índole, que empero, si pueden 
ser probados a través de varios elementos, como por ejemplo las boletas de citación que en su motivo 
expresan “aclaraciones”, la falta de procedimientos contravencionales constantes en expedientes, la falta 
de sentencias, etc.   
98 Ángela Buitrago, La cláusula de exclusión y el juez de control de garantías, p. 318 
99 Los intendentes de policía son designados por el gobernador de la provincia, delegado en cada 
provincia por la función ejecutiva. Art. 39 del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva. 
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penal100contravencional, algo que implica en primer lugar crear condiciones 

para entender lo que es “debido”101. 

  4.- Supresión del principio de culpabilidad102 

 Históricamente la diversa, múltiple e hiperinflacionada normativa 

ecuatoriana ha ido dirigida a mantener o imponer comportamientos y modelos 

estereotipados, creados a partir de criterios morales, espirituales, en fin 

subjetivos, de cómo debería actuar el ser humano, para ser “bueno” e “idóneo” 

para vivir en sociedad; una sociedad –como algunos autores lo afirman- 

compuesta por seres humanos esencialmente egoístas que estructuran su 

orden social en base a dicho egoísmo103, en base a la concepción de un 

“hombre medio”, que no tiene existencia real, pero que lo llevamos impreso en 

cada una de nuestras acciones, el apartarnos de las mismas implica el incurrir 

en la categoría de lo “anormal”, siendo atinado afirmar entonces, que la libertad 

existe o es posible ejercerla sólo en el contexto de la normalidad104. Fuera de la 

normalidad no hay libertad posible ni imaginable. 105  

Para este objetivo, nada mejor que el Código Penal, nada mejor que las 

infracciones contravencionales, manifestadas a través de normas constitutivas 

antes que regulativas, esto es, en normas que establecen inmediatamente, 

                                                            
100 Luis Becerra Mojica, Cláusula de Exclusión y Juez de Garantías, en XXVI Congreso 
Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá, Universidad Libre, 2005, p. 430 
101 Osvaldo Alfredo Gozaíni, Derecho procesal constitucional. El debido proceso, p. 26 y 27. 
102 Subsistema arbitrario 3: sin culpabilidad 
103 Ver en: Flabián Nievas, El control social de los cuerpos, p. 20 
104 El concepto de “normalidad” está asociado al de norma. Lo normal es aquello que se ajusta a la 
norma, y la norma es la pauta que rige la conducta, es decir, a delimitación de las acciones de los 
cuerpos. Se diferencia de la “regla” en que ésta está explicitada (en forma verbal, escrita o 
consuetudinaria), mientras que la norma aparece en el plano de la conciencia de los sujetos, sino implícita 
en su conducta. Lo norma es, (…) un supuesto para la conformación de la conciencia. La regla es el 
producto de la conciencia, organizada, en función de la norma. En Flabián Nievas, El control social de los 
cuerpos, p. 25 
105 Flabián Nievas, El control social de los cuerpos, p. 23 



41 
 

“(…)sin la mediación de comportamientos cuya comisión u omisión supongan 

su observancia o su infracción, calificaciones y/o efectos jurídicos.”106  

Es decir, carentes del llamado “elemento subjetivo” o “psicológico” del 

delito, que implica que “ (…) ningún hecho o comportamiento humano es 

valorado como acción si no es fruto de una decisión; consiguientemente, no 

puede ser castigado, y ni siquiera prohibido, sino es intencional, esto es, 

realizado con consciencia y voluntad por una persona capaz de comprender y 

de querer”107  

En nuestro ordenamiento contravencional, perviven tipos penales 

carentes del elemento de la intencionalidad del delito, que privilegian 

estructuralmente la exclusiva función penal de defensa social108, verbigracia, y 

de la tendencia de varios tipos penales, se persiguen al indecoroso y de malas 

costumbres109, al indecente110, al impúdico111, al inmoderado112, a los adivinos 

y pronosticadores113, etc., siendo esto un mecanismo punitivo, más constitutivo 

que regulador, que entra en contradicción con la garantía de culpabilidad, 

constituyéndose en “perversiones positivistas y espiritualistas dirigidas a 

conferir relevancia penal autónoma a la personalidad del reo”114,  

Es imperativo partir por determinar que la culpabilidad es un elemento 

normativo del delito, no del autor, que prevé un deber ser, el deber de 

abstenerse de realizar tal o cual acto, pero con la posibilidad material de su 

                                                            
106 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 503 
107 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 487 
108 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 99 y 100 
109 Art. 604 numeral 9 del Código Penal  
110 Art. 604 numeral 10 Ibídem 
111 Art. 604 numeral 35 Ibídem 
112 Art. 604 numeral 52 Ibídem 
113 Art. 605 numeral 21 Ibídem 
114 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 500 
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omisión o de su comisión115; en tal virtud, sin entrar en mayores 

profundizaciones sus elementos principales desde una perspectiva garantista 

son: “a) la personalidad o suidad de la acción, que designa la susceptibilidad de 

adscripción material del delito a la persona de su autor, esto es, la relación de 

causalidad que vincula recíprocamente decisión del reo, acción y resultado del 

delito; b) la imputabilidad o capacidad penal, que designa una condición 

psíquico-física del reo, consistente en su capacidad, en abstracto, de entender 

y de querer; c) la intencionalidad o culpabilidad en sentido estricto, que designa 

la consciencia y voluntad del concreto delito y que, a su vez, puede asumir la 

forma de dolo o de culpa, según la intención vaya referida a la acción y al 

resultado o sólo a la acción y no al resultado, no querido ni previsto aunque si 

previsible”116  

Elementos a través de los que, se pude confrontar de mejor manera los 

estereotipos normativos determinados en varias de las contravenciones antes 

descritas, siendo así, ¿qué relación de causalidad entre decisión, acción y 

resultado puede existir en el indecoroso, de malas costumbres, en el  

indecente, en el impúdico, en el inmoderado, en los adivinos y 

pronosticadores?, ¿qué decisión deben abstenerse de realizar?, ¿cuál es la 

acción cometida penalmente relevante?, aún más, ¿cuál es el resultado 

dañoso?; preguntas que continuarán sin respuesta, ya que estas son 

prohibiciones que no regulan comportamientos, sino modos de ser. 

Así mismo, ¿aquella persona catalogada por su modo de ser de 

indecorosa, indecente, impúdica, etc., puede atribuírsele una real conciencia y 

                                                            
115 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 499 
116 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 489 y 490 
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voluntad del cometimiento de una contravención concreta?, o por el contrario, 

la conciencia y voluntad de su identidad y personalidad realmente este tipo de 

contravenciones se constituyen en la forma y expresión de cómo se ejerce el 

poder sobre los ”locos, los enfermos, los criminales, los desviados, los niños, 

los pobres”, mecanismos de poder que se ejercen sobre ellos como formas de 

exclusión, descalificación, exilio, rechazo, privación, negación, desconocimiento 

es decir, todo el arsenal de conceptos o mecanismos negativos de la 

exclusión.117 

Razones por las que, tipos penales de esta índole configuran a nuestro 

sistema penal contravencional, como un sistema con prohibiciones de las que 

sus presuntos infractores no tienen culpabilidad, por tanto un sistema punitivo 

arbitrario y decisionista. Sin embargo, en el día a día, en la resolución de este 

tipo de causas, partiendo de la omisión legislativa, este tipo de problemas 

punitivos podrían encontrar solución a partir del ejercicio material de la estricta 

jurisdiccionalidad, a través del control constitucional concreto de dichos tipos 

penales; pero para ejercer esta facultad, previamente se necesita ser un 

órgano legítimamente envestido de jurisdicción, algo que evidentemente no 

poseen las intendencias de policía. 

5.- Supresión de los principios de materialidad y lesividad118  

Al igual que el sistema antes analizado, que elimina el dique de 

culpabilidad del sistema de garantías penales, la acción y ofensa son garantías 

que atañen a la estricta legalidad, cuya omisión implica una gran desviación o 

una marcada tendencia a un sistema profundamente arbitrario, y como ya 

                                                            
117 Michel Foucault, Los anormales, “Clase del 15 de enero de 1975”, Madrid, Ediciones Akal, 1974-1975, 
p. 49 
118 Subsistema arbitrario 4: sin acción y 5: sin ofensa 



44 
 

podrá anticiparse por el contexto antes descrito, una característica que vicia a 

nuestro sistema penal contravencional. 

Partamos por abordar el principio de materialidad (No hay acción sin 

ofensa), conforme el cual “(…) ningún daño, por grave que sea, puede 

estimarse penalmente relevante sino como efecto de una acción”, de “acciones 

humanas –materiales, físicas o externas, es decir, empíricamente observables- 

describibles exactamente, en cuanto tales, por la ley penal”119, a partir de lo 

que, por definición, las infracciones penales no pueden consistir en 

pensamientos, ideas, sensaciones o actitudes internas que no tengan una 

manifestación exterior, este es un ámbito de la vida personal intocable por el 

poder estatal120.   

Sin embargo de la obviedad de este principio, como vimos con 

anterioridad en tipos penales viciados de la vulneración no de una, sino de un 

sinnúmero de garantías, nuestro código penal contiene tipos contravencionales 

plagados de “actitudes o situaciones subjetivas de inmoralidad, de peligrosidad 

o de hostilidad al ordenamiento más allá de su exteriorización en 

manifestaciones delictivas concretas”, por ejemplo: los que salieren vestidos de 

una manera indecorosa121, los que se bañaren indecentemente122, los ebrios123, 

adivinos124, etc., no siendo éstos acaecimientos empíricos, taxativamente 

describibles, objeto de verificación y refutación125, sino única y exclusivamente 

valores, actitudes, modos de ser o de pensar, estereotipos a partir de mitos. 

                                                            
119 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p.480 
120 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 482 
121 Art. 604 Nº 9 Código Penal 
122 Art. 604 Nº 10 Ibídem 
123 Art. 604 Nº 24 Ibídem 
124 Art. 605 Nº 21 Ibídem 
125 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 483 y 484 
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El mito crea un estereotipo, que es ajeno a la realidad, el mito despersonaliza 

porque es ahistórico. La función del mito relacionado a la criminalidad sería la 

de “tranquilizar” a grupos y sistemas sociales. El mito tranquiliza porque crea 

una disociación al establecer que el comportamiento violento les sucede a 

determinadas personas, que el delincuente es alguien desconocido para la 

víctima, que es “analfabeto” y “alcohólico”. De este modo el mito conduciría a 

establecer un orden de relación en donde ocurren habitualmente estos 

comportamientos, impidiendo conocer la verdadera situación delictiva.126  

Por otra parte, en cuanto al principio de lesividad se refiere, una 

conducta debe prohibirse siempre y cuando cause una ofensa o lesión a una 

tercera persona, cuando exista una víctima, empero, no toda ofensa debe tener 

relevancia penal, sino únicamente aquella que lesiona bienes o derechos 

fundamentales, y siempre y cuando no exista otro medio idóneo para regularla 

y sancionarla; siendo “(…) el legislador quien debe decidir si el hecho por él 

prohibido debe tener carácter administrativo o penal, o quizá ambos caracteres, 

y establecer  sobre esta base la consiguiente sanción: una sanción pecuniaria 

más o menos elevada, cuando se entienda que el hecho no lesiona bienes o 

derechos fundamentales y, por consiguiente, puede ser calificado como ilícito 

administrativo de competencia de la autoridad administrativa; una pena 

restrictiva de la libertad personal, cuando por el contrario se le considere lesivo 

de bienes de fundamental interés individual o colectivo y sea calificado como 

delito, de competencia de la autoridad judicial”127  

Sin embargo de lo cual, nuestras prohibiciones penales en muchos casos 

omiten este filtro de estricta legalidad, “bien reprimiendo anticipadamente la 

                                                            
126 Hilda Marchiori, Criminología, Teorías y Pensamientos, México, Editorial Porrúa, 2004, p. 22 y 23 
127 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 417 y 418 
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simple y a menudo abstracta puesta en peligro, bien penalizando puramente el 

desvalor social o político de la acción más allá de cualquier función penal de 

tutela ”128, en fin criminalizando situaciones consideradas socialmente 

problemáticas, cuya naturaleza no difiere del tratamiento de cualquier otro tipo 

de problemas.129 

Son contravenciones sin ofensa o lesión concreta el dejar en las calles, 

caminos, plazas u otros lugares públicos, tenazas barretas, barras de hierro, 

escaleras u otras máquinas, instrumentos o armas de que puedan abusar los 

ladrones u otros malhechores130, el ocultar el verdadero nombre y apellido a las 

autoridades o agentes de policía131, el arrojar piedras u otros objetos en lugares 

públicos, casas o edificios con peligro para las personas132, el tener casas o 

tiendas inhabitadas y abiertas133, el no pintar o blanquear las paredes 

exteriores y balcones de sus casas134, el colocar toldos o cortinas hacia la calle 

sobre las puertas de sus establecimientos, a menor altura que la de dos metros 

sobre el nivel de la acera135, el ser encontrado en cualquier lugar público en 

estado de embriaguez136, el que a pie o a caballo, por la calle, camino u otro 

lugar público, con persona que lleve dirección opuesta, le disputare o estorbare 

el paso, en vez de inclinar a su derecha137, el permanecer a la salida de los 

templos, teatros, escuelas y colegios formando agrupaciones de más de dos138, 

el comprar fuera de una feria cualquier artículo de comercio u objetos muebles, 

                                                            
128 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 100 
129 Louk Hulsman, El enfoque abolicionista: Políticas criminales alternativas, en Criminología Crítica y 
Control Social: El poder punitivo del Estado, Rosario, Editorial Juris, 1993, p. 84 
130 Art. 604 numeral 4 del Código Penal 
131 Art. 604 numeral 6 Ibídem 
132 Art. 604 numeral 12 Ibídem 
133 Art. 604 numeral 14 Ibídem 
134 Art. 604 numeral 20 Ibídem 
135 Art. 604 numeral 21 Ibídem 
136 Art. 604 numeral 24 Ibídem 
137 Art. 604 numeral 40 Ibídem 
138 Art. 604 numeral 53 Ibídem 
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alhajas o prendas de vestir, etc., a personas desconocidas139, el propalar 

noticias o rumores falsos que digan relación al orden público, a la seguridad del 

estado o al honor nacional, etc. 

Razones por las que podemos afirmar que nuestro sistema penal 

contravencional, a partir de un sinnúmero de prohibiciones penales es un 

sistema que atenta contra los principios de materialidad y ofensa, es decir sin 

acción y sin ofensa.   

6.- Supresión del principio de necesidad140  

Continuando en las garantías penales, la necesidad de protección penal 

de bienes jurídicos es uno de los temas más olvidados, o más omitidos 

conscientemente por la legislatura ecuatoriana, siendo hoy por hoy, tal vez el 

mal más perverso que ataca a la estricta legalidad. 

Por la coyuntura del momento (enero de 2013- campaña electoral), es 

común al prender el televisor, escuchar la radio o leer prensa escrita, el 

observar que tal o cual candidato abandera su postulación a través del 

ofrecimiento –cuando llegue al poder- de crear nuevas figuras delictivas e 

incrementar las penas, como una solución mágica y duradera para los 

problemas de inseguridad que aquejan a nuestro país. 

Como muchos lo dicen, por ejemplo, la mejor manera para atacar al 

sicariato es tipificar una conducta que lleve ese nombre, pese a que hace 

décadas exista la figura del asesinato, con exactamente los mismos elementos 

del tipo que llevaría el sicariato, ya que, el problema no es el tipo de prohibición 

sino el nombre que lleva,  porque, de seguro, cuando una persona va a matar a 

                                                            
139 Art. 605 numeral 20 Ibídem  
140 Subsistema arbitrario 6: sin necesidad 
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otra por precio, al momento de planificar el hecho y al momento de consumarlo, 

se detiene a pesar si lo que va a cometer es un asesinato o un sicariato, y en 

este último caso, por este motivo se abstiene de ejecutar el acto. 

Citando otro ejemplo coyuntural, si bien es cierto la afiliación patronal al 

seguro social ha sido un derecho históricamente conculcado, en virtud de la 

falta de aplicación de los mecanismos de exigibilidad existentes para lograr la 

efectivización de este derecho, esta no deja de ser una omisión administrativa, 

susceptible de ser calificada como una infracción administrativa con sanciones 

administrativas, sin embargo haciendo uso del más puro populismo penal, se 

vendió este tema a la ciudadanía, como una necesidad penal con la que se 

solucionarían varios problemas sociales; es así que por mandato popular 

expresado en consulta popular, la falta de afiliación al seguro social debe ser 

tipificada como una infracción penal, susceptible de privación de libertad. 

El ámbito contravencional no se ha quedado atrás, en el embate de la 

oleada del populismo penal, ya que existen varios candidatos legislativos que 

promocionan su candidatura con el ofrecimiento de reformar el código penal, 

haciendo constar una o varias disposiciones que determinen que la persona 

que haya cometido más de una contravención contra la propiedad, sea juzgada 

y sancionada por un delito, es decir que la reincidencia contravencional se 

constituya perse en un delito, sin siquiera considerar que el cometimiento de na 

infracción penal representa un doble fracaso, desde el individuo el fracaso de 

los medios de defensa psíquicos que controlan los impulsos agresivos y, desde 
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el enfoque social el fracaso del núcleo familiar y de las instituciones para evitar 

el delito.141 

El principio de necesidad implica el entendimiento previo de que la 

intervención punitiva es la técnica de control social más gravosamente lesiva  

de la libertad y de la dignidad de los ciudadanos, por lo que exige que se 

recurra a ella sólo como remedio extremo142, como última vía, cuando las otras 

formas de control social sean ineficaces, y por supuesto cuando se trate de 

precautelar bienes o derechos fundamentales, ya que ningún bien justifica una 

protección penal –en lugar de una civil o administrativa- si su valor no es mayor 

que el de los bienes de que priva la pena 143.  La “diferenciación del delito 

respecto a los ilícitos civiles se hace depender de criterios sustanciales, como 

la irreparabilidad frente a la reparabilidad del daño causado, o la alarma o el 

daño social producido por los delitos respecto al simple daño o perturbación 

individual provocado por los ilícitos civiles, o la peligrosidad social expresada 

por los primeros comparada con la simple lesividad de los segundos”144  

Sin embargo, como ya podía preverse, nuestras prohibiciones 

contravencionales en su mayor porcentaje carecen del principio de economía 

del derecho, ya que mantienen “prohibiciones penales injustificadas por ser 

ellas mismas lesivas de derechos fundamentales, por ser de imposible 

ejecución, por no estar establecidas para la tutela de un bien jurídico o por ser 

convenientemente sustituibles con prohibiciones civiles o administrativas; y de 

                                                            
141 Hilda Marchiori, Delito y personalidad, Córdoba, Editorial Lerner, 1985, referida en Hilda 
Marchiori, Criminología, Teorías y Pensamientos, México, Editorial Porrúa, 2004, p. 13 y 14   
142 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 465 
143 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 472 
144 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 372 
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penas injustificadas por ser excesivas, no pertinentes o desproporcionadas 

respecto de la relevancia del bien jurídico tutelado”145. 

Para muestra, no un botón, sino decenas de botones: el construir 

chimeneas, estufas u hornos con infracción de los reglamentos146, el ocupar 

aceras o portales con fogones, artículos de comercio interrumpiendo el libre 

tránsito de los peatones147, el introducir animales en dehesas, pastos o 

sembrados ajenos que estuvieren cercados148, el hacer pasar sus perros, 

ganado u otros animales, por dehesas o terrenos ajenos149, el tener en 

balcones, ventanas o azoteas, macetas u otros objetos sin las precauciones 

necesarias para evitar su caída o molestia a los transeúntes150, el causar algún 

daño leve en las fuentes públicas, acueductos, faroles de alumbrado u otro 

objeto de servicio público151, el atar animales de cualquier clase en árboles o 

verjas de los jardines o plazas, de los paseos públicos o avenidas, o en los 

postes de las líneas de telégrafo, teléfono o luz eléctrica152, el ocupar un 

espacio cualquiera de las calles o caminos al construir sus edificios153, el 

colocar avisos o carteles fuera de los casos previstos en las ordenanzas 

municipales154, el no cercar los solares o terrenos que tuvieren dentro de las 

poblaciones155, el no fijar un rótulo permanente de un establecimiento industrial 

o comercial en el que conste el nombre o la razón social y el objeto del 

mismo156, el no inscribir en un registro el nombre, apellido, domicilio, calidad, 

                                                            
145 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 101 
146 Art. 604 numeral 1 del Código Penal 
147 Art. 604 numeral 2 Ibídem 
148 Art. 604 numeral 3 Ibídem 
149 Art. 604 numeral 5 Ibídem 
150 Art. 604 numeral 11 Ibídem 
151 Art. 604 numeral 13 Ibídem 
152 Art. 604 numeral 17 Ibídem 
153 Art. 604 numeral 18 Ibídem 
154 Art. 604 numeral 22 Ibídem 
155 Art. 604 numeral 23 Ibídem 
156 Art. 604 numeral 25 Ibídem 
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fechas de entrada y de salida de toda persona que hubiere dormido, pasado 

una noche en su casa u hospedado, siendo hotelero, dueño de casa de posada 

o arrendador157, el vender por las casas, calles, plazas o cualquier otro lugar 

público, alhajas, ropa, o cualquier otro mueble, sin permiso escrito de la 

policía158, el encharcar los caminos públicos al regar sus propiedades159, el 

construir letrinas, acueductos, baños o desagües sin sujetarse a los 

reglamentos de la materia160, el construir ventanas voladas, a menor altura de 

dos metros sobre el nivel de la acera o las calles161, etc., pudiendo continuar 

con muchos tipos penales más.     

Como podemos observar la gran mayoría de las contravenciones en 

nuestro país, no tienen otro objeto que el genérico “orden público”162, 

administrativizando el derecho penal, tutelando bienes relativos a la 

preservación y cuidado de un sistema o modelo estatal, o de un mal concebido 

deber ser social –de inicios del siglo XX-, antes que el material daño a bienes 

fundamentales de una tercera persona de carne y hueso163; “ (…) la injerencia 

inflacionista del derecho penal en el ámbito administrativo ha terminado por 

desdibujar sus límites y por desembocar en un exceso injustificado de 

penalizaciones.”164  

Esta hipertrofia penal-contravencional ha hecho crecer, el poder 

dispositivo de los jueces y juezas -en este caso de intendentes de policía- 

poder que se alimenta de la incertidumbre, falta de determinación taxativa de 

                                                            
157 Art. 605 numeral 1 Ibídem 
158 Art. 605 numeral 14 Ibídem 
159 Art. 605 numeral 16 Ibídem 
160 Art. 605 numeral 23 Ibídem 
161 Art. 606 numeral 10 Ibídem 
162 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 711 
163 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 478 
164 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 714 
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las prohibiciones y confusión de las leyes, pero además revela un factor de 

evidente ineficacia, que atasca la maquinaria judicial –en este caso policial- con 

problemas baladíes y múltiples, que prolonga los plazos y la distrae de asuntos 

más importantes165, en fin mengua más, la ya de por si debilitada estructura de 

la administración de justicia penal. 

Siendo esta una realidad no solo ecuatoriana, sino una que aqueja a 

muchos países y sistemas en el mundo, hecho que ha generado que autores 

como el mismo Luigi Ferrajoli propongan un replanteamiento racional de los 

límites del derecho penal, que entre otras cosas, tienda a la despenalización de 

todas las contravenciones, aun las castigadas con arresto, al considerar como 

un factor determinante y obvio, el que el legislador haya decidido calificar 

determinadas conductas como contravenciones o bien admitir su punición, a 

discreción del juzgador, con una simple multa, como para suponer que las 

consideró menos lesivas que los delitos; siendo precisamente éste el primer 

criterio pragmático de despenalización, idóneo para satisfacer el principio de 

necesidad o de economía del derecho penal.  

Esto de acuerdo a Ferrajoli “(…) produciría una radical simplificación del 

sistema penal. En primer lugar, se lograría una simplificación de la noción legal 

de “hecho punible”, que vendría a coincidir con la de “delito”, con los requisitos 

subjetivos y objetivos propios de éste. En segundo lugar, lograríamos una 

simplificación del concepto de “pena”, que, una vez suprimidas las pecuniarias 

(…) vendría a coincidir con la restricción de la libertad personal, en sus 

diversas formas y quedaría, por tanto, sustancialmente diferenciada de los 

demás tipos de sanciones, civiles y administrativas, de contenido 

                                                            
165 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 714 y 715 
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exclusivamente patrimonial”166, siendo coherentes en reconocer que la única 

coerción jurídica que busca primordialmente la prevención de acciones futuras, 

es la coerción penal y que la restante coerción jurídica procura primordialmente 

la reparación.167 

De hecho, en el Ecuador esto ya fue propuesto en el único anteproyecto 

de ley publicado, con rigor académico y con justificación jurídica de motivos, 

para su discusión social, como fue el Anteproyecto de Código de Garantías 

Penales168, del que hoy por hoy solo queda el nombre; sin duda, el populismo 

penal en nuestro país esta tan enraizado en el imaginario social como una 

solución válida, que se requerirá muchos años y muchas más valientes 

personas que se atrevan a discutir con argumentos –y a asentarlos por escrito-, 

para comenzar a construir soluciones sostenidas que prioricen el ejercicio de 

derechos en un real pacto social de su respeto. 

7.- Supresión del principio de retributividad169 

Este sistema arbitrario se erige con la eliminación o reducción a la 

mínima expresión del principio de retributividad, o dicho de otra manera el de la 

sucesividad de la pena respecto del delito (en este caso contravención), que se 

constituye como la primera garantía del derecho penal del sistema SG, “gracias 

a él la pena no es un prius, sino un posterius, no una medida preventiva o ante 

delictum, sino una sanción retributiva o post delictum”170, que “sirve 

precisamente para excluir, al margen de cualquier posible finalidad preventiva o 

de cualquier otro modo utilitarista, el castigo del inocente aun cuando se le 

                                                            
166 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 715 y 716 
167 Ver en: Eugenio Raúl Zaffaroni, Tratado de Derecho Penal, Parte General, Buenos Aires, Sociedad 
Anónima Editora , 1998, p. 64 
168 Ver en: Ramiro Ávila, comp., Anteproyecto de Código de Garantías Penales, La constitucionalización 
del derecho penal, Serie Justicia y Derechos Humanos, Tomo 17, Quito, V & M Gráficas, 2009  
169 Subsistema arbitrario 7: sin delito 
170 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 368 
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considere por sí malvado, desviado, peligroso, sospechoso o proclive al delito, 

etc.”171 

Pero, ¿cuántas de las prohibiciones contravencionales pretenden ser un 

prius y no un posterius?, de lo que va del desarrollo de este capítulo, hemos 

visto que muchas. Perseguir y sancionar al indecente, indecoroso, al de malas 

costumbres, al adivino, entre otros, es perseguir al estereotipo de desviado, 

peligroso o proclive al delito, es perseguirlos por lo que son, y no por lo que han 

hecho, viciando a nuestro ordenamiento de una concepción profundamente 

sustancialista del principio retributivo referido a elementos extra-jurídicos de 

tipo moral, social, natural y en cualquier caso ontológico”172 previstos y 

establecidos con el objeto de imponer un modo de ser y de actuar determinado, 

en base a lo que en algún momento –ya muy lejano- se consideró las buenas 

costumbres de determinadas élites173, que hoy absolutamente 

descontextualizadas pretenden lograr un caduco e imposible ideal de 

civilización. La pena sólo se justifica por la necesidad de prevenir infracciones, 

cuando la seguridad jurídica no se conforma con la reparación.174 

La punición en estos casos asume la naturaleza de medida preventiva 

de la desviación, en vez de retributiva, debido a lo que, se asimila a este 

sistema con el puramente subjetivista del “tipo de autor”. En este sistema sin 

delito o contravención “el derecho y el proceso penal se transforma de sistema 

de retribución, dirigido a prevenir los hechos – delitos (contravenciones) por 

medio de la comprobación de los ya ocurridos, en un sistema de pura 

                                                            
171 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 369 
172 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 370 
173 Para un mejor entendimiento de esta idea ver en: Norbert Elías, La “civilización” como transformación 
específica del comportamiento humano, en El proceso de la civilización, México, FCE, 1994, p. 99 a 128 
174 Eugenio Raúl Zaffaroni, Tratado de Derecho Penal, p. 77 
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prevención, dirigido a afrontar la mera sospecha de delitos cometidos pero no 

probados o el mero peligro de delitos futuros”175Lo incorporado en el paréntesis 

es nuestro. 

Se pasó del problema jurídico de la atribución de responsabilidad a otro 

totalmente distinto ¿el individuo es peligroso? ¿es susceptible de la sanción 

penal? ¿es curable o readaptable? Vale decir que en lo sucesivo la sanción 

penal no deberá caer sobre un sujeto de derecho reconocido como 

responsable; es un elemento correlativo de una técnica que consiste en apartar 

a los individuos peligrosos, encargarse de quienes pueden recibir una sanción 

penal, para curarlos o readaptarlos. En otras palabras, en lo sucesivo una 

técnica de normalización tendrá que encargarse del individuo delincuente.176 

Evidentemente en esta clasificación también se encuadran las medidas 

cautelares, principalmente la más gravosa, como es la prisión preventiva, que 

se ha constituido en el más efectivo instrumento no de la cautela, sino de la 

estigmatización pública, ocupando el lugar de la pena como sanción primaria 

de las infracciones penales o más exactamente de la sospecha de las 

infracciones penales177; poco importa si su función es de tipo procesal (peligro 

de fuga o de obstaculización de las pruebas) o penal (peligro de nuevas 

infracciones futuras por parte del imputado en libertad), en vista que se deriva 

“(no de la prueba sino) de “suficientes indicios de culpabilidad”, es decir, del 

mismo tipo de indicios requeridos para formular la imputación- equivale por 

completo a una presunción de culpabilidad del imputado”178, y por tanto a un 

prius antes que a un posterius de la comprobación de la responsabilidad penal. 

Es natural que, a partir de la afirmación de que la “medida” no es “retributiva”, 

no sea necesario un delito (contravención) para aplicar la pena, y, además, 

                                                            
175 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 102 
176 Michel Foucault, Los anormales, p. 35 
177 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 341 y 342 
178 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 554 
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dirigiéndose la medida a combatir un “estado” del autor, no sea necesario 

tampoco que este “estado” se manifieste en un delito (contravención), sino  por 

cualquier otro medio. Con estos antecedentes, puede sostenerse la aplicación 

de “medidas” sin que se haya cometido delito (contravención) alguno(a), frente 

a cualquier manifestación del “estado peligroso” del autor.179Lo incorporado en 

los paréntesis es nuestro 

Pero, porque traer a colación a una institución jurídica que taxativamente 

no es una figura cautelar a ser aplicada en el campo contravencional, ya que ni 

la aprehensión180, ni la detención181 y peor aún la prisión preventiva182 son 

aplicables a las contravenciones, porque solo prevén ser dispuestas en delitos; 

en virtud, que en la práctica muchos intendentes de policía, aplican medidas 

cautelares amparados en el artículo 406 inciso primero del código de 

procedimiento penal, que dispone que: “Si una persona es sorprendida 

cometiendo una contravención será aprehendida por los agentes de la 

autoridad y llevada inmediatamente ante la jueza o juez competente para su 

juzgamiento (…)”, manteniendo detenidos/as a los presuntos/as 

contraventores/as por varios días hasta su juzgamiento, agravándose más la 

situación en relación a los delitos, en razón, que si una persona permanece 

detenida por ejemplo dos días, y se le pretende juzgar por una contravención 

de primera o segunda clase, en el primer caso a pesar de determinar su 

responsabilidad no ameritará una pena privativa de libertad, y en el segundo, 

no una más allá de un día de prisión, por tanto, en cualquier caso, existirá una 

pena anticipada y más aún una detención arbitraria, de aquí que no exista 

“ningún acto de poder público que suscite tanto miedo e inseguridad y socave 

                                                            
179 Eugenio Raúl Zaffaroni, Tratado de Derecho Penal, p. 99   
180 Art. 161 del Código de Procedimiento Penal 
181 Art. 164 Ibídem 
182 Art. 167 Ibídem 
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tanto la confianza en el derecho como el encarcelamiento de un ciudadano sin 

proceso”183 

Razones por las que, en muchos casos nuestro sistema penal 

contravencional carece del principio de retributividad, y sanciona sin delito, y es 

debido a lo que, a este tipo de modelo Ferrajoli lo denomina como irracional al 

ser carente de cualquier condición objetiva preexistente y superdotado eso sí 

de meros criterios de discrecionalidad administrativa, siendo imprescindible el 

considerar además, como lo desarrolla Zaffaroni, que un sistema penal es una 

compleja manifestación del poder social184, poder –a su vez citando a Foucault- 

que no es algo que se tiene sino algo que se ejerce185, que para ser legítimo 

necesita ser racional; por tanto, nuestro sistema contravencional no es sino el 

reflejo de esa pugna de poderes que supervive en nuestra sociedad, que 

pretende imponer un modo ser con mecanismos absolutamente ilegítimos. 

8.- Supresión del principio de jurisdiccionalidad186 

La base de las garantías procesales son las relativas a la “formación del 

juicio, es decir, a la recolección de las pruebas, al desarrollo de la defensa y a 

la convicción del órgano judicial: como la formulación de una acusación 

exactamente determinada, la carga de la prueba, el principio de contradicción, 

las formas de los interrogatorios y demás actos de instrucción, la publicidad, la 

oralidad, los derechos de la defensa, la motivación de los actos judiciales, 

etc”187, lo que también podríamos denominar como debido proceso, entendido 

desde una óptica sustantiva como sinónimo de garantismo jurídico procesal y, 

                                                            
183 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 555 y 556 
184 Eugenio Zaffaroni, En busca de las penas perdidas, p. 20  
185 Michel Foucault, Microfísica del poder, Madrid, 1979, p. 144, citado por Eugenio Zaffaroni, En busca de 
las penas perdidas, p. 20 
186 Subsistema arbitrario 8: sin juicio 
187 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p.539 y 540 
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desde lo adjetivo como la forma propia y legal de los actos y las actuaciones 

procesales, encaminadas hacia la producción de un resultado social, cual es la 

sentencia.188  

El que se realicen todas estas garantías en su conjunto generará las 

condiciones necesarias para poder obtener una objetiva verdad procesal, 

basada en elementos cognoscitivos y no potestativos, en aserciones dotadas 

de significado o de referencia empírica, es decir, que describen hechos o 

situaciones determinadas desde el punto de vista de la observación189, en un 

juicio de verdad que no lesione la dignidad del sujeto juzgado, en virtud de su 

tendencial objetividad y refutabilidad190.  

Pero, como lograr esa jurisdiccionalidad y consecuentemente esa verdad 

procesal, en un proceso contravencional, en donde, como sea visto, se 

vulneran de manera formal, , prácticamente  todas las garantías penales y 

procesales; como esperar que se manifiesten estas condiciones, en un proceso 

en el que la prohibición juzgada más que tutelar un derecho fundamental, 

precautela aspectos de carácter moral, no lesivos, que por ende no merecen 

protección penal, no comprobables ni refutables empíricamente, en donde sus 

presuntos responsables son juzgados por lo que son, y no por lo que hicieron, 

en un proceso inquisitivo en el que el juzgador -intendente- es persecutor y 

decisor, proceso que además es ampliamente inefectivo, ya que en la práctica 

                                                            
188 Augusto Ibanez Guzman, Relaciones Fiscal-Juez de Control de Garantías, en XXVI Congreso 
Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá, Universidad Libre, 2005, p. 408 
189 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 118 
190 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 546 
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ni siquiera se respeta estas normas de tramitación inquisitorial, , generando 

una “justicia completamente sustancial, material, sumaria o equitativa”191. 

Como se dijo inicialmente, la lesión de una de las garantías “repercute 

sobre el conjunto de las garantías restantes debilitándolas o incluso 

anulándolas”192, y en este punto, este es el claro ejemplo, frente a los 

subsistemas analizados con anterioridad, era imposible que el principio de 

jurisdiccionalidad se mantenga incólume, que exista un debido proceso (con 

fuentes sustantivas y adjetivas)193 constituyéndose el juicio en una mera 

formalidad, antes que en una garantía de tutela de derechos, que no asegura la 

prevención de las venganzas, sino que es el mejor caldo de cultivo de las 

penas privadas.194  

9.- Supresión del principio de legalidad195   

Que “representa el estado policial, caracterizado por leyes en blanco que 

permiten intervenciones punitivas libres de cualquier vínculo, incluido el del 

previo juicio”196, que como lo hemos visto en los subsistemas anteriores, pero 

más que nada como lo veremos de la investigación de campo realizada a una 

intendencia de policía, es una de las más preocupantes características de 

nuestro sistema penal contravencional. 

Precisamente a partir, del que sea un órgano administrativo-policial el 

encargado de administrar justicia penal, subordinado en línea recta a la función 

ejecutiva,  de libre nombramiento y remoción, , ha generado este agujero negro 

                                                            
191 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 103 
192 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 103  
193 Alfonso Zambrano Pasquel, Proceso penal y garantías constitucionales, Quito, Corporación de 
Estudios y Publicaciones, 2005, p.48. 
194 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 538 
195 Subsistema arbitrario 9: sin ley 
196 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 102 
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en la administración de justicia, administración que si bien es cierto deja mucho 

que desear, pero al menos se desenvuelve en una estructura formal de 

independencia para con el resto de funciones del Estado, así como para con 

las partes intervinientes en un proceso. 

Este espacio de incertidumbre,  se ha constituido en una zona al margen 

de la ley, en donde, no existen derechos ni garantías para exigirlos, en un 

absoluto estado de policía, en el que la criminalización secundaria basada en 

los estereotipos, etiquetas y prejuicios es inapelable, y es la última palabra, en 

donde más conviene esperar unos días, semanas o meses prisionizado y en 

silencio, antes que enfrentarse a su arbitrariedad y persecución. Empero, aún 

se escuchan voces del siguiente talante: El proceso formal es el refugio de la 

delincuencia: el respeto a las garantías supone benevolencia con la 

criminalidad, los principios del debido proceso representan un formalismo que 

impide o perturba la acción de la verdadera justicia197, entre otras, que 

justifican, y aún más exigen mayor rigurosidad (arbitrariedad) para los que 

consideramos los otros. 

Pese a que formalmente no se encuentre habilitada una intervención 

punitivo-policial, como una carta blanca de actuación sin responsabilidades, 

empíricamente la prorrogación de competencia contravencional a las 

intendencias de policía constante en el Código Orgánico de la Función Judicial, 

habilitó a este organismo ejecutivo a legitimar muchos abusos policiales sin 

límite legal de ningún tipo198, obviando que el concepto de independencia 

judicial encierra, por fuerza, no solo la exención de los jueces de 

                                                            
197 Armando Fuentes Rodríguez, La cláusula de exclusión probatoria y el juez de garantía, p.455 
198 Es necesario acotar que  en este punto, se habla de forma general del sistema penal contravencional y 
las intendencias de policía, sin referirnos a la actuación de ninguna en particular 



61 
 

responsabilidad ante el ejecutivo político, sino también su obligación activa de 

proteger al ciudadano en contra del ejecutivo político o de sus agentes, y 

actuar, en los choques del Estado con miembros de la sociedad, como 

defensores de los derechos  y libertades de estos últimos199 

Una de las figuras más comunes con este fin es la falta a la sumisión y 

respeto debidos a la autoridad, aun cuando no sea en el ejercicio de sus 

funciones200, sin poder colegir de ningún elemento específico ¿cuál es la 

sumisión y respeto que se debe a la autoridad?, siendo uno de los tipos 

penales más utilizados cuando se requiere privar de la libertad a una persona , 

por motivos distintos al de haber cometido una infracción; por lo que, 

pragmáticamente  podemos manifestar que en gran medida nuestro sistema 

contravencional es un sistema sin ley, ya que “la operatividad real del sistema 

penal sería “legal”, si las agencias que convergen en él ejerciesen su poder 

conforme a la programación legislativa”201 

Con este breve análisis, por supuesto muy incompleto y poco profundo, 

de los subsistemas de procesos penales de derecho penal autoritario y 

modelos punitivos irracionales pretendo sustentar la lejanía de nuestro sistema 

penal contravencional a un verdadero estado de derecho y su peligrosa, 

impune e irracional cercanía a un estado absoluto o totalitario de derecho penal 

máximo202, en el que ni siquiera podemos hablar de sistemas intermedios, ni de 

tendencias a un derecho penal máximo, sino una franca vulneración de todas 

                                                            
199 Manuel Peris, Juez, Estado y Derecho Humanos, Valencia, Editor Fernando Torres, 1976, p. 190 en 
Carlos Jiménez Villarejo y Antonio Doñate, Jueces, pero parciales, La pervivencia del franquismo  en el 
poder judicial, p. 32  
200 Art. 604 numeral 43 del Código Penal 
201 Eugenio Zaffaroni, En busca de las penas perdidas, p. 25 
202 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 104 
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las garantías procesales y penales, y de los criterios imprescindibles de estricta 

legalidad y estricta jurisdiccionalidad. 

Pero, ¿qué tan nocivo es este sistema en la práctica?, ¿cuántas 

personas y de que maneras se han visto atacados por él?, son las 

interrogantes sin las que, este trabajo estaría incompleto, sin las que, esta 

hipótesis sería un mero reclamo indignado, de algo que podría ser pero que tal 

ves no es, razón por la que, el capítulo venidero presentará una investigación 

de campo realizada a una intendencia de policía del país, a partir de la que, 

podremos apreciar el real tamaño de las fauces de ese monstruo penal que 

simplemente espera la oportunidad para devorarnos.  
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CAPÍTULO III: Investigación y análisis de las privaciones de libertad 
realizadas por la intendencia de policía de Tungurahua en el año 2011 

Como se dijo anteriormente todo el análisis antes descrito carecería de 

un asiento pragmático si no se confrontara de manera concreta con la realidad 

en la administración de justicia contravencional, ejercida por prorrogación por 

una intendencia de policía; para este efecto se escogió por motivos de domicilio 

a la intendencia de policía de Tungurahua, organismo en torno del que, giró 

nuestra investigación.  

Como podrá constatarse de los anexos, nuestro punto de partida –que a 

la final se convertiría en el eje neurálgico-, fue la obtención de copias 

certificadas del informe de personas privadas de las libertad por la intendencia 

de policía de Tungurahua en el año 2011; informe que en aquel año fue una 

exigencia para todas intendencias de policía del país y fue receptado por las 

diferentes gobernaciones provinciales.  

Este documento básicamente contiene una matriz en la que constan los 

nombres y apellidos de los “contraventores”, su número de cédula, la 

contravención por la que se les juzgó y las fechas de su detención y libertad; 

variables que contenidas en un instrumento público arrojan determinantes 

conclusiones sobre la constitucionalidad de las privaciones de libertad y sus 

condiciones procesales.   

1.- Análisis del informe de personas detenidas por la intendencia de 
policía de Tungurahua 

          Este examen se realizó a partir de la contabilización de todos los datos 

numéricos que contiene cada variable, para su posterior cruce o confrontación 

entre sí; en este capítulo únicamente se hará constar sus resultados, el cómo 

se llegó a ellos podrá apreciarse con mayor profundidad de los anexos. 
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Posteriormente se analizará dichos resultados a la luz del conjunto de 

principios que componen el sistema garantista. 

          Inicialmente es necesario especificar algunos datos importantes que 

contextualizan las características del informe examinado. Éste fue realizado 

con un corte del 15 de diciembre de 2010 al 16 de noviembre de 2011, es decir 

con un periodo total de 336 días. En este tiempo la intendencia de policía de 

Tungurahua tuvo bajo su competencia la privación de la libertad de 1135 

personas, un aproximado de 3,38 personas por día. La y los intendentes que 

estuvieron a cargo de la dependencia ejecutiva fueron los abogados Cristina 

Silva (214 detenciones), Iván Ríos (83 detenciones) y Alex Balladares (838 

detenciones).  

         Los tipos de contravenciones por las que fueron detenidas dichas  

personas fueron: escándalo público, faltamiento de obra y de palabra, 

algazaras nocturnas, escándalo en la vía pública, robo, clausura, agresión, 

multa, agresiones, hurto, uso de cosa ajena, destrucción de bienes, clausura y 

multa, reglamento espectáculos infringir, espectáculos públicos, acciones 

indecentes, algazaras diurnas, resistencia policía, daño a la propiedad privada, 

daño a la propiedad y vta. de licor a menores203.             

              Bajo estos antecedentes, realizando un cruce de variables 

encontramos que el número de personas detenidas por cada tipo de 

contravención es: 

 

                                                            
203 Estos tipos de contravenciones fueron los literalmente descritos por la Intendencia de Policía de 
Tungurahua en su informe. 
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Fuente: Elaboración propia en base a datos obtenidos del informe de personas privadas de la libertad por 
la intendencia de policía de Tungurahua en el año 2011.  

          Encontrando que las contravenciones por las que se privó de la libertad 

al mayor número de personas fueron el escándalo pública, faltamiento de 

palabra y de obra, algazaras nocturnas y el escándalo en la vía público, que 

sumadas representan aproximadamente el 84% del total de personas 

detenidas, datos que serán relevantes en los siguientes análisis.   
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          Ahora, cruzando las variables del número de personas detenidas por el 

número de días que duró su detención, encontramos:  

 

Fuente: Elaboración propia en base a datos obtenidos del informe de personas privadas de la libertad por 
la intendencia de policía de Tungurahua en el año 2011.  
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             Pudiendo establecer que el promedio de tiempo que mayormente 

pasaron detenidas las personas fue de 2 días, pero así mismo que 8 personas 

fueron detenidas por 36, 51, 78, 155, 158 y 159 días, hallazgo determinante 

para nuestra investigación, en virtud que el tiempo máximo de sanción 

contravencional es de 30 días. 

             Los resultados precedentes nos facilitarán realizar un cruce de 

variables más complejo (número de días en que las personas estuvieron 

detenidas por tipo de contravención), que de su cotejación con los principios 

del sistema garantista y las conductas contravencionales previstas en el código 

penal,  nos permitirán determinar el número de personas, que en el periodo 

analizado, presuntamente fueron detenidas arbitrariamente.   

 1.- Escándalo público (528 
personas detenidas)1.- 
ESCÁNDALO PÚBLICO 

Número de 
días 

Número de 
personas 

1 69 
2 188 
3 131 
4 53 
5 28 
6 14 
7 14 
8 8 
9 4 
10 2 
11 1 
13 2 
14 4 
15 3 
16 1 
17 1 
21 1 

155 2 
158 1 
159 1 
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          De la revisión del código penal se constató que no existe ninguna 

conducta tipificada como escándalo público, denominación establecida por la 

intendencia de policía de Tungurahua en el informe analizado, sin embargo, 

tratando de forzar una interpretación204, partiendo del hipotético de que esta 

denominación sea una abreviación utilizada en el informe, la conducta que más 

se adecua al escándalo público es la determinada en el artículo 604 numeral 45 

que establece que: 

“Serán reprimidos con multa de dos a cuatro dólares de los Estados Unidos 

de Norte América: (…) Los que, con discursos pronunciados en público, 

excitaren a motines o rebeliones, o turbaren de alguna manera la tranquilidad 

de los habitantes, atacaren con prerrogativas nacionales, o indujeren a cometer 

cualquier infracción, si los actos no están reprimidos como delitos” Lo resaltado 

nos corresponde. 

          Empero, esta contravención de primera clase no prevé como sanción 

una pena privativa de libertad; por lo que, agotando otras posibilidades también 

podría presumirse que las conductas a las que se refiere la intendencia como 

escándalo público, son por ejemplo las algazaras diurnas o nocturnas, sin 

embargo, esta presunción es desvirtuada, cuando de la revisión del informe se 

encuentra que estas conductas se hallan especificadas para determinar el 

motivo y tiempo de detención de otras personas. 

           Por otro lado, independientemente del tipo de contravención a la que se 

refiera el informe, el código penal establece como pena máxima para una 

                                                            
204 Conscientes que la analogía es inadmisible en materia penal, solo con el objeto de ensayar 
posibilidades en este análisis 

TOTAL 528 
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contravención, la privación de la libertad hasta por 30 días, sin embargo se 

puede constatar que 4 personas superaron superlativamente ese tiempo, 2 

personas fueron detenidas por 155 días, 1 persona por 158 días y, 1 persona 

por 159 días. 

           Como se analizó en el capítulo anterior, la naturaleza del sistema 

contravencional es el mejor caldo de cultivo para este tipo de hechos, que 

vulneran gravemente la estricta legalidad, en este caso, principalmente los 

principios de retributividad y legalidad. Retributividad si la totalidad o parte de 

las 528 personas fueron penadas por lo que son antes que por lo que hicieron 

y, legalidad si fueron condenadas por una infracción inexistente, por penas 

también atípicas. 

           Por otro lado, si asumimos que fueron detenidas y condenadas por la 

contravención prevista en el artículo 604 numeral 5 del código penal, fueron 

detenidas y condenadas por una infracción penal cuya prohibición no persigue 

la tutela de bienes jurídicos fundamentales, sino únicamente la sumisión al 

modelo gubernamental de turno o, peor aún, el coartamiento de lo que en 

determinados casos podría ser el ejercicio de la libertad de expresión, 

vulnerando así, los principios de necesidad y lesividad, algo que era inevitable 

bajo la lógica indiscutible de que la vulneración de un principio ataca a todos 

los demás.  

             Razones por las que, podemos manifestar que existen presunciones de 

que las 528 personas detenidas por escándalo público, fueron privadas de su 

libertad arbitrariamente, algo que deberá ser verificado a través del análisis de 

cada uno de los expedientes contravencionales. 
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2.- Faltamiento de palabra y obra (199 personas detenidas) 

           

 

 

 

 

 

 

           

 

 

 

De la misma forma, en el Código Penal no existe una contravención que trate 

sobre el faltamiento de palabra y obra, en una misma prohibición, aunque si se 

determinan dos conductas referentes en los numerales 9 y 10 del artículo 607 

ibidem, que manifiestan que: 

“Serán reprimidos con multa de catorce a veintiocho dólares de los Estados 

Unidos de América y prisión de cinco a treinta días: (…) 9.- Los que faltaren, de 

cualquier modo, con palabras, gestos, acciones, etc., a sus ascendientes, sin 

perjuicio de la pena correspondiente en caso de que el hecho constituya, 

además, otra infracción. Para la imposición de la pena, el juez tomará en 

2.- FALTAMIENTO DE 
PALABRA Y OBRA 

Número de 
días 

Número de 
personas 

1 15 
2 56 
3 57
4 21 
5 10 
6 8 
7 6 
8 6 
9 3 
11 5 
12 1 
13 2 
14 1 
15 1 
16 1 
19 1 
22 1 
23 1 
36 1 

Mismo día 2 
TOTAL 199 
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cuenta, necesariamente, lo dispuesto en el Art. 31 de este Código; (…) 10.- 

Todo el que ultrajare de obra a una persona con bofetadas, puntapiés, 

empellones, fuetazos, piedras, palos, o de cualquier otro modo, pero sin 

ocasionarle enfermedad o lesión, ni imposibilitarle para el trabajo, sin perjuicio 

de la acción de injuria, en los casos en que hubiere lugar. (…)” 

          Sería necesario revisar cada uno de los expedientes en donde consten 

motivadamente las sanciones, para poder establecer con precisión por cuál de 

los dos tipos se sentenció, situación que refleja en si misma la ambigüedad y 

por tanto el decisionismo en la privación de la libertad de estas personas, ya 

que hasta el tratar de colegir cual es el tipo de contravención, requiere un 

esfuerzo y extensión, echar una red al mar de la prohibición, haber que sale y 

tratar de explicárnoslo. 

           Por otra parte, cuando revisamos la contravención prevista en el 

numeral 9 del artículo 607, nos preguntamos necesariamente ¿cómo se falta a 

un ascendiente?, ¿qué es faltar?, ¿cuáles son esas palabras, gestos o 

acciones?, en fin, ¿cuál es ese hecho empíricamente verificable que esta 

prohibido?, estableciéndose nuevamente una vulneración a la estricta 

legalidad, ya que la contravención no prevé taxativamente una acción 

determinada, que pueda ser comprobada empíricamente, consecuentemente 

una acusación objetiva de la que podamos defendernos, sino un valor de 

respeto hacia nuestros ascendientes, que puede ser interpretado de cualquier 

forma por el juzgador, más aún cuando la propia infracción penal abre 

indeterminadamente su campo punitivo al determinar que este “faltar” puede 

darse de cualquier modo. 
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             Finalmente, como podemos observar de la norma transcrita, la pena 

máxima para una contravención de cuarta clase es de 30 días, sin embargo, 

del informe analizado podemos apreciar que existe una persona que ha 

cumplido una pena de 36 días, algo que atenta directamente contra el principio 

de legalidad, al ser esta una pena atípica y presuntamente –esto si- un delito 

de detención arbitraria. 

3.- Algazaras nocturnas (114 personas detenidas) 

           

 

           

 

 

 

 

 

           Las pendencias o algazaras nocturnas son una conducta prohibida y 

sancionada como una contravención de tercera clase, en el artículo 606 

numeral 8 del Código Penal, como a continuación sigue: 

“Serán reprimidos con multa de siete a catorce dólares de los Estados Unidos 

de Norte América y con prisión de dos a cuatro días, o con una de estas penas 

solamente: (…) 8.- Los culpables de pendencias o algazaras nocturnas”  

3.- ALGAZARAS NOCTURNAS 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 16 
2 33 
3 25 
4 14 
5 4 
6 5 
7 4 
9 4 
13 1 
15 2 
16 2 
23 1 
26 1 
30 1 

Mismo día 1 
TOTAL 114 
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          De la misma forma, ¿qué actos concretos son los que constituyen una 

pendencia?, ¿en qué consiste una algazara?; más allá de la interpretación por 

el sentido común que se dé a las palabras, todo conflicto interpersonal podría 

adecuarse a esta prohibición, siempre y cuando sea en la noche. Así mismo, 

¿cuál es el bien jurídico protegido?, ¿cuál es el daño concreto a una persona?, 

la falta de respuesta a estas interrogantes nos dan la medida de la 

indeterminación, falta de taxatividad y ambigüedad de esta prohibición, pero 

además, de la carencia de elementos objetivos que justifiquen 

proporcionalmente la pena de hasta cuatro días de privación de libertad que 

podría sufrir una persona por este tipo penal en blanco. 

             En estas condiciones, tal vez no debería sorprendernos que a pesar 

que la pena máxima para esta contravención sea de 4 días, de la información 

pública analizada se desprenda que 4 personas cumplieron una pena de 5 

días; 5 personas una de 6 días; 4 personas una de 7 días; 4 personas una de 9 

días; 1 persona una de 13 días; 2 personas una de 15 días; 2 personas una de 

16 días; 1 persona una de 23 días; 1 persona una de 26 días; y, 1 persona 30 

días.  

           Es decir que, 25 personas presuntamente sufrieron la vulneración de su 

derecho constitucional de protección y principio garantista de legalidad, al ser 

condenados –en la práctica- a una pena atípica que constituye una detención 

arbitraria, en algunos casos del doble, triple, y hasta 8 veces más de lo que 

deberían haber cumplido, por supuesto, luego de ser procesadas con todas las 

garantías y haber determinado su culpabilidad. 
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4.- Escándalo en la vía pública (112 personas detenidas) 

                     

     

 

 

 

 

 

 

      Al igual que en el escándalo público, esta es una conducta atípica, cuya 

más cercana aproximación es la determinada en el artículo 604 numeral 45 del 

Código Penal, a la que no se atribuye una pena privativa de libertad sino 

únicamente multa; recalcando que esta es una interpretación personal 

extensiva que busca evacuar todas las posibilidades objetivas que justifiquen 

este accionar estatal, que solo puede ser considerada para efectos de análisis, 

más no ser tomada como una certeza. 

          Por tanto, en cualquier caso, -aparentemente- las 112 personas 

detenidas por este motivo, han sido víctimas de dos de las manifestaciones 

más arbitrarias de un sistema penal, como es el haber sido condenadas por el 

ejercicio de su identidad, personalidad o libre expresión antes que por lo que 

hicieron -retributividad- o, sin que exista una infracción penal que lo tipifique -

legalidad-, a partir de lo que, cualquier principio o filtro garantista es inaplicable, 

4.- ESCÁNDALO EN LA VÍA 
PÚBLICA 

Número de 
días 

Número de 
personas 

1 8 
2 44 
3 20 
4 14 
5 8 
6 4 
7 4 
8 4 
10 2 
11 2 
15 1 

Sin datos 1 
TOTAL 112 
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con ausencia de cualquier forma de estricta legalidad o jurisdiccionalidad; que 

más bien reúne todos los elementos de un delito de detención arbitraria. 

5.- Robo (49 personas detenidas) 

           

 

 

 

 

 

 

          Como consta del artículo 10 del Código Penal, las infracciones penales 

se dividen en delitos y contravenciones, sólo éstas últimas susceptibles de ser 

conocidas por un Juzgado Contravencional, en este caso por prorrogación por 

una intendencia de policía205, más las primeros, deben ser objeto de un 

proceso penal206 sustanciado por la fiscalía y los diferentes órganos 

jurisdiccionales en cada etapa. 

          El robo es un delito tipificado en el artículo 550 y siguientes del Código 

Penal, en ningún caso podría ser una conducta objeto de procesamiento y 

sanción por una intendencia de policía. Podría en algún momento suponerse 

                                                            
205 Esta afirmación se la realiza únicamente para determinar la diferente competencia entre un delito y una 
contravención, sin profundizar sobre la constitucionalidad de la administración de justicia realizada por las 
Intendencias de Policía ya analizada anteriormente. 
206 Cuando nos referimos a un proceso penal, por esta ocasión incluimos a la fase pre-procesal de 
indagación previa. 

5.- ROBO 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 4 
2 8 
3 11 
4 6 
5 10 
8 2 
10 1 
13 3 
15 2 
19 1 
20 1 

TOTAL 49 
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que, ha existido un error con otro de los delitos contra la propiedad como es el 

hurto, sin embargo, preliminarmente esa hipótesis se ha descartado ya que el 

informe diferencia claramente al hurto del robo. 

         Hechos por los que, en este caso se ven seriamente lesionados los 

principios de jurisdiccionalidad y acusatorio, a partir de la incompetencia del 

juzgador no solo desde los argumentos generales manifestados en el capítulo 

primero, sino aun aceptando hipotéticamente su prorrogación de competencia, 

ésta solo contempla la contravencional, por tanto, ¿cómo podría determinarse 

la culpabilidad de una persona en un juicio desnaturalizado por su juzgador y 

procesamiento?, así mismo, ¿cómo podría existir una acusación objetiva en un 

proceso contravencional en el que no interviene el órgano de acusación fiscal?, 

definitivamente la estricta jurisdiccionalidad no tiene cabida en estas 

condiciones.  

          Argumentos por los que, existen serios indicios de la detención arbitraria 

de 49 personas y de haberse administrado justicia con arrogación de funciones. 

Por el derecho de protección constitucional del juzgamiento exclusivo de 

nuestro juez natural estos procesos serían nulos, obviamente también sus 

sentencias; por tanto, recalcamos presuntamente detenciones arbitrarias.  

6.- Clausura (44 personas detenidas) 

6.- CLAUSURA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

3 2 
5 10 
6 3 
7 12 
8 8 
9 1 
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          La clausura no es una conducta prohibida en una ley penal, de hecho, 

más bien se constituye en una acción ejercida por determinadas autoridades 

frente al cometimiento de una falta administrativa, más en el caso, de haber 

sido realizada por cualquier persona sin esa calidad, no se configuraría una 

contravención, sino muy probablemente un delito. 

          Evidentemente y remitiéndonos a lo expuesto por la intendencia, existe 

un atentado contra el principio de legalidad, que consiste en detener -y 

condenar- a 44 personas por un acto no previsto como una infracción penal, es 

decir atípico, que lesiona irremediablemente el resto de principios que 

componen la estricta legalidad y jurisdiccionalidad y que, presuntamente las 

constituye en víctimas de una detención arbitraria. 

7.- Agresión física (40 personas detenidas) 

11 2 
12 3 
14 1 
17 1 
24 1 

TOTAL 44 

7.- AGRESIÓN FÍSICA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 7 
2 7 
3 3 
4 2 
6 5 
7 2 
8 2 
9 1 
10 1 
11 1 
12 4 
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          La agresión física conforme a su significación semántica, podría 

encontrarse adecuada207 a las conductas determinadas en el artículo 607 

numerales 3 y 10, que establecen que: 

“Serán reprimidos con multa de catorce a veintiocho dólares de los Estados 

Unidos de América y prisión de cinco a treinta días: (…) 3.- Los que 

voluntariamente hirieren, o dieren golpes a otro, causándole enfermedad o 

incapacidad para el trabajo personal que no pase de tres días; (…) 10.- Todo el 

que ultrajare de obra a una persona con bofetadas, puntapiés, empellones, 

fuetazos, piedras, palos, o de cualquier otro modo, pero sin ocasionarle 

enfermedad o lesión, ni imposibilitarle para el trabajo, sin perjuicio de la acción 

de injuria, en los casos en que hubiere lugar. (…)”  

          Consecuentemente, como podrá verse de los anexos, ninguno de los 

casos superara el máximo de la pena determinada para una contravención de 

cuarta clase, sin embargo es imprescindible el revisar y analizar 19 casos que 

merecieron una pena inferior a 5 días, que es el piso de la pena. Bajo una 

óptica garantista por supuesto que podrían existir argumentos para imponer 

una pena inferior al piso, y de aquí, la importancia de analizar las motivaciones 

de dichos casos. 

 

 

                                                            
207 Esta es una mera hipótesis ya que no tenemos elementos para afirmar con certeza que en efecto 
estas son las conductas a las que se refiere el informe y más que nada, que constan en los expedientes 
contravencionales. 

14 1 
15 3 
16 1 

TOTAL 40 
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8.- Multa (19 personas detenidas) 

           

 

 

 

 

 

 

 

          De acuerdo al artículo 51 del Código Penal la multa es una pena, ésta 

consiste en la imposición de pago de una cantidad determinada de dinero, 

también es una sanción establecida para las faltas administrativas, no es una 

conducta prohibida, sino más bien la consecuencia de haber incurrido     en 

una. 

          Una aproximación razonable sería el considerar, que en este punto la 

intendencia se refiere a las contravenciones de primera clase o a una falta 

determinada en la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor, que únicamente 

son sancionadas con multa, pero bajo esta premisa, no podría haberse 

realizado ninguna detención, sino el procedimiento administrativo o civil para el 

cobro de dicha sanción pecuniaria, peor aún detenciones por 51 o 78 días, que 

superan el máximo de la pena dispuesta para las contravenciones de cuarta 

clase. 

8.- MULTA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

4 2 
6 1 
8 3 
12 1 
13 1 
15 1 
18 2 
21 2 
22 1 
27 1 
51 1 
78 1 

Mismo día 2 
TOTAL 19 
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          La arbitrariedad de este sistema se hace presente nuevamente a través 

de la vulneración del principio de legalidad y todas las demás garantías, al ser 

la multa una conducta atípica, cuya imposición y cobro no involucran la 

privación de libertad, por otra parte –y olvidándonos del punto anterior- porque 

en ningún caso una contravención puede ser sancionada con una pena 

superior a los 30 días y varias personas fueron condenadas a penas 

desproporcionales a una contravención, razones por las que, existen graves 

elementos que hacen presumir que las 19 personas detenidas por este motivo, 

fueron detenidas arbitrariamente. 

9.- Agresiones (11 personas detenidas) 

           

 

 

 

          Al igual que las agresiones físicas esta conducta podría verse adecuada 

a lo dispuesto en el artículo 607 numerales 3 y 10 del Código Penal, y al no 

especificar que únicamente sea una agresión física, también en lo tipificado en 

el mismo artículo en el numeral 9, empero, al ser todas estas contravenciones 

de cuarta clase merecen la misma pena de 5 a 30 días, además de la multa de 

14 a 28 dólares. En este caso ninguna de las detenciones supera los 30 días, 

sin embargo ninguna es igual o superior a 5 días, por lo que, es muy importante 

analizar cuáles fueron los razonamientos utilizados por la intendencia para 

imponer una pena inferior al piso dispuesto para este tipo de contravenciones, 

9.- AGRESIONES 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 2 
2 7 
3 1 
4 1 

TOTAL 11 
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o por otro lado, cuáles fueron las razones para realizar las detenciones en 

primera instancia. 

10.- Hurto (4 personas detenidas)          

10.- HURTO 
Número de 

días 
Número de 
personas 

13 1 
16 2 
22 1 

TOTAL 4 
 

          Conforme el artículo 607 numeral 1 del Código Penal, el hurto cuando el 

valor de las cosas sustraídas no supera el cincuenta por ciento de una 

remuneración básica unificada del trabajador en general, es una contravención 

de cuarta clase, por tanto, sancionado con una pena de 5 a 30 días y una multa 

de 14 a 28 dólares, hechos por los que, además de los cuestionamientos 

generales realizados en el capítulo anterior al respecto de la presencia de las 

garantías procesales en un proceso contravencional eminentemente inquisitivo,  

no existe ningún elemento que haga presumir que haya existido detenciones 

arbitrarias. 

 11.- Uso de cosa ajena (3 personas detenidas)        

11.- USO DE COSA AJENA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

2 1 
12 2 

TOTAL 3 
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         Esta acción se encuentra tipificada en el artículo 607 numeral 6 del 

Código Penal, bajo las siguientes circunstancias: “Los que usaren de cosas 

ajenas sin la voluntad o sin el consentimiento del dueño, aún cuando no tengan 

el ánimo de apropiarse de ellas”. Al ser una contravención de cuarta clase su 

pena es de 5 a 30 días y multa de 14 a 28 dólares. 

           Preguntándonos en primera instancia ¿cuál es el bien jurídico protegido 

con esta prohibición?; sin mayor razonamiento podemos decir que la 

propiedad, en una de sus esferas: el uso, sin embargo, deteniéndonos un poco 

más, ¿cuál es el daño concreto producido con esta conducta?, ¿cuál es el daño 

que merezca relevancia penal?, ya que esta conducta no prevé la perturbación 

del goce o disposición de la propiedad de su dueño, sino simple y llanamente 

su uso, aún más, recalcando sin ánimo de apropiarse de ella, por tanto, ¿existe 

la necesidad de esta contravención?, ¿existe una lesión concreta a una tercera 

persona que merezca tutela penal?; la respuesta bajo el modelo garantista 

evidentemente es no, encontrándonos con una infracción penal que no supera 

el test de proporcionalidad, que por tanto debería ser únicamente tutelada en el 

ámbito civil. 

          Por otro lado, cabe manifestar que por este tipo de contravención 

ninguna de las detenciones supera el máximo de 30 días previsto como tiempo 

máximo de condena, aunque, en una de ellas, tampoco se impone el mínimo, 

circunstancia que es objeto de las mismas consideraciones expuestas con 

anterioridad. 
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12.- Destrucción de bienes (2 personas detenidas) 

           

 

 

          Este motivo de detención podría adecuarse con mayor aproximación a la 

conducta dispuesta en el artículo 606 numeral 1 del Código Penal, que 

sanciona con multa de siete a catorce dólares de los Estados Unidos de Norte 

América y con prisión de dos a cuatro días a “Los que (…) hubieren dañado o 

destruido voluntariamente  los bienes muebles de otro”, siendo aplicable el 

mismo razonamiento realizado en el punto anterior, en cuanto a la necesidad 

de la tipificación penal de esta conducta frente al bien jurídico protegido, claro 

está a la luz de otro elemento como es el daño a la propiedad ajena, que sin 

embargo no desvirtúa la eficacia que la protección civil podría dar. 

          En cuanto a las 2 personas detenidas por este motivo es de relevar que 

ambas fueron privadas de su libertad por 8 días, y de confirmarse que es esta 

la prohibición a la que se refiere el informe –con una pena máxima de 4 días de 

prisión-, generaría la fundada presunción de que fueron privadas de la libertad 

arbitrariamente. 

  13.- Clausura y multa (2 personas detenidas)          

13.- CLAUSURA Y MULTA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

11 1 
16 1 

TOTAL 2 
 

12.- DESTRUCCIÓN DE 
BIENES 

Número de 
días 

Número de 
personas 

8 2 
TOTAL 2 
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          Como se dijo anteriormente tanto la clausura como la multa, son 

mecanismos creados para sancionar determinadas faltas administrativas, más 

no son conductas prohibidas penalmente, hecho por el que, las 2 personas 

privadas de su libertad por 11 y 16 días, a menos que existiera un error en el 

informe, por tanto se haya entregado una información pública desnaturalizada, 

posiblemente fueron detenidas arbitrariamente, identificando la vulneración 

principal del principio de legalidad, que con un efecto dominó ira destruyendo 

todas las garantías penales y procesales, ratificando a este sistema como uno 

profundamente decisionista. 

14.- Reglamento espectáculos públicos infringir (1 persona detenida)          

14.- REGLAMENTO 
ESPECTÁCULOS INFRINGIR 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 1 
TOTAL 1 

 

          Como lo dispone el Código Penal en su artículo 606 numeral 17, “Los 

que infringieren los reglamentos sobre diversiones y espectáculos públicos” 

incurren en una contravención de tercera clase, por lo que serán sancionados 

con multa de siete a catorce dólares de los Estados Unidos de Norte América y 

con prisión de dos a cuatro días, razón por la que, de ser ésta la conducta a la 

que se refiere el informe, la persona detenida por 1 día por este motivo no 

superaría el máximo de la pena que potencialmente podía imponerse, pero 

tampoco le fue impuesto su mínimo. 

          En todo caso, más allá del proceso en particular ¿cabe una prohibición 

penal por infringir un reglamento sobre diversiones o espectáculos?, más aún 
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con una pena de prisión de hasta 4 días, bajo esta óptica garantista 

definitivamente no, por innecesaria, desproporcional y no lesiva a un derecho 

fundamental, consecuentemente su ámbito de tutela debería circunscribirse al 

campo administrativo.  

15.- Espectáculos públicos (1 persona detenida)           

15.- ESPECTÁCULOS 
PÚBLICOS 

Número de 
días 

Número de 
personas 

19 1 
TOTAL 1 

 

          El realizar un espectáculo público perse, no constituye una infracción 

penal, como es obvio, porque por el contrario, es una conducta permitida por 

nuestro ordenamiento jurídico, así que el detener a una persona por este 

motivo es absolutamente arbitrario y vulnerador de los más elementales 

derechos humanos y garantías procesales. 

          Empero, nuevamente haciendo una interpretación forzada del informe, 

podríamos pensar que al igual que lo manifestado en el numeral anterior –con 

los mismos cuestionamientos- esta conducta es la dispuesta en el artículo 606 

numeral 17 del Código Penal, por tanto con una pena privativa de libertad de 

un máximo de 4 días, pero ni en este escenario imaginario cabía el detener y 

condenar a una persona por 19 días sino por un máximo de 4 días, hecho que 

muestra –con muy poco espacio a la duda- una  nueva detención arbitraria. 
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16.- Acciones indecentes (1 persona detenida) 

16.- ACCIONES INDECENTES 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 1 
TOTAL 1 

 

          Conforme el Código Penal en su artículo 604 numeral 35, “Los que 

públicamente ofendieren el pudor, con acciones o dichos indecentes”  serán 

reprimidos con multa de dos a cuatro dólares, consecuentemente sin privación 

de libertad, por tanto la detención de la persona registrada en la matriz, muy 

probablemente fue una detención arbitraria. 

          Y más allá de aquello, ya en el ámbito de la generalidad, ¿en qué 

consiste ofender el pudor?, ¿cuáles son las acciones o dichos indecentes?, 

eminentemente son valores susceptibles a la moralidad subjetiva de cada 

persona, no conductas concretas, capaces de ser verificadas y verificables en 

un proceso penal, que rompen la estricta legalidad desde su estructura, y 

hacen de la estricta jurisdiccionalidad una mera formalidad, para legalizar este 

hecho de poder. 

17.- Algazaras diurnas (1 persona detenida)      

17.- ALGAZARAS DIURNAS 
Número de 

días 
Número de 
personas 

1 1 
TOTAL 1 

 

          Al igual que el numeral anterior, “Los que formaren pendencias o 

algazaras en lugar público, durante el día” comenten una contravención de 
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primera clase no susceptible de pena privativa de libertad, en tal virtud, existen 

serios indios de que la persona detenida por este motivo, fue privada de su 

libertad arbitrariamente.  

          Por otra parte, y apuntando al análisis del tipo penal, cabe nuevamente 

preguntarse: ¿cuáles son los actos concretos que constituyen una pendencia o 

algazara?, ¿cuál es el daño a un derecho fundamental de una tercera 

persona?, en fin ¿cuál es el hecho generador que justifica el dar relevancia 

penal a esta conducta?, al ser interpretables las respuestas que podríamos dar 

a estas interrogantes, se demuestra su indefinición y atentado a la taxatividad 

que debe caracterizar a una prohibición penal, y en general a la estricta 

legalidad, siendo este un tipo penal lesivo en si mismo de derechos 

fundamentales, propio de un estado de policía que llena estas indefiniciones 

con el molde que más le convenga a sus fines. 

18.- Resistencia policía (1 persona detenida)          

18.- RESISTENCIA POLICÍA 
Número de 

días 
Número de 
personas 

2 1 
TOTAL 1 

 

          Lo que podemos entender como resistencia a la policía se encuentra 

tipificado en el artículo 605 numeral 25 del Código Penal, en donde se 

determina que “Los que maltrataren, injuriaren o ejercieren actos de resistencia 

contra los agentes de policía en el ejercicio de sus funciones, si el acto no 

constituye delito”, serán sancionados por una contravención de segunda clase, 

con cuatro a siete dólares y prisión de un día, por tanto el que una persona 
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haya sido detenida por 2 días por este motivo –como en el presente caso-, 

implica una presunción de detención arbitraria, por la imposición –en la 

práctica- de una pena atípica, por tanto inconstitucional. 

19.- Daño a la propiedad privada (1 persona detenida)       

19.- DAÑO A LA PROPIEDAD 
PRIVADA 

Número de 
días 

Número de 
personas 

6 1 
TOTAL 1 

 

          Como ya se analizó en el numeral 12 (destrucción de bienes), “Los que 

(…) hubieren dañado o destruido voluntariamente los bienes muebles de otro” 

conforme el artículo 606 numeral 1 del Código Penal serán reprimidos con 

multa de siete a catorce dólares y prisión de dos a cuatro días, no pudiendo en 

este punto establecer cuáles son los motivos que diferencian al daño de la 

destrucción y por qué tuvo que diferenciárselos en el informe, sin embargo lo 

que sí está claro, es que esta infracción penal podría ser convenientemente 

sustituida por una figura civil de indemnización, bajo la lógica garantista del 

derecho penal de ultimo ratio. 

          Evitando así excesos, como el presente en el que se privó de la libertad 

a una persona por 6 días, cuando de ser esta la contravención por la que se la 

detuvo, en el peor de los casos ameritaba una sanción de hasta 4 días, 

constituyéndose nuevamente indicios de una detención arbitraria.  
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20.- Daño a la propiedad (1 persona privada de la libertad)           

20.- DAÑO A LA PROPIEDAD 
Número de 

días 
Número de 
personas 

 7 1 
TOTAL 1 

 

          Al igual que el numeral anterior y bajo las mismas reflexiones la 

contravención que más encaja en la denominación de daño a la propiedad, es 

la constante en el artículo 606 numeral 1 del Código Penal, apareciendo una 

tercera forma de esta posible contravención, que como ya se dijo en ningún 

caso amerita una pena privativa de libertad superior a 4 días, sin embargo, de 

acuerdo al informe de la dependencia ejecutiva, se privó de la libertad a una 

persona por 7 días, siendo esta otra muestra de la aplicación de un sistema sin 

límites razonables, con un órgano juzgador cuestionable. 

21.- Vta. de licor a menores (1 persona detenida)           

21.- VTA. DE LICOR A 
MENORES 

Número de 
días 

Número de 
personas 

4 1 
TOTAL 1 

 

          Las conductas prohibidas que más se adecuan a esta denominación son 

las constantes en el artículo 605 numerales 28 y 29 del Código Penal, que 

determinan que: 

          Serán reprimidos con multa de cuatro a siete dólares de los Estados 

Unidos de Norte América y prisión de un día, o con una de estas penas 

solamente: (…) 28.- Los que dieren a beber licores alcohólicos o fermentados a 
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un menor de edad; 29.- Los que proporcionaren los mismos licores a personas 

para quienes hubiese prohibición anticipada, por escrito, de la policía o de sus 

padres o guardadores 

          No pudiendo establecer con claridad a cuál concretamente se refiere, 

mucho menos el porqué. Pese a que en los dos casos se prevé una sanción de 

máximo 1 día de privación de libertad, una persona fue privada de su libertad 

por 4 días, vulnerándose el principio de legalidad, en una contravención cuya 

necesidad penal es cuestionable, con la presunción –eso sí- del cometimiento 

del delito de detención arbitraria.  

Número de personas presuntamente detenidas arbitrariamente. 

          Del análisis realizado anteriormente se desprende que el número de 

personas presuntamente detenidas arbitrariamente fueron: 

Nº TIPO DE CONTRAVENCIÓN NÚMERO DE PERSONAS 
PRESUNTAMENTE 
DETENIDAS 
ARBITRARIAMENTE 

1 Escándalo público                            528 

2 Faltamiento de palabra y obra 1 

3 Alagaras nocturnas 25 

4 Escándalo en la vía pública 112 

5 Robo 49 

6 Clausura 44 

7 Agresión física 0 

8 Multa 19 

9 Agresiones 0 

10 Hurto 0 

11 Uso de cosa ajena 0 

12 Destrucción de bienes 2 

13 Clausura y multa 2 
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14 Reglamento espectáculos infringir 0 

15 Espectáculos públicos 1 

16 Acciones indecentes 1 

17 Algazaras diurnas 1 

18 Resistencia policía 1 

19 Daño a la propiedad privada 1 

20 Daño a la propiedad 1 

21 Vta. De licor a menores 1 

 TOTAL 789 

Fuente: Elaboración propia en base a datos obtenidos del informe de personas privadas de la libertad por 
la intendencia de policía de Tungurahua en el año 2011.  

          Es decir que de 1135 personas privadas de su libertad, existen graves 

indicios de que 789 fueron detenidas arbitrariamente, es decir 

aproximadamente el 69,52 % del total de personas, como puede apreciarse del 

gráfico. 

 

Fuente: Elaboración propia en base a datos obtenidos del informe de personas privadas de la libertad por 
la intendencia de policía de Tungurahua en el año 2011.  
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2.- Análisis cualitativo de documentos de expedientes contravencionales  

solicitados a la intendencia de policía de Tungurahua  

En virtud de los alarmantes hallazgos precedentes, se seleccionó los 

casos de 10 personas privadas de la libertad por la intendencia de policía 

(Carlos Ruiz Rodríguez Vivas, Rosalino Criollo Guayta; Ana María Nauta 

Melgar, Diego Javier Analuisa Tenecoto, Rosa Elena Morillo Pilataxi, Segundo 

Rolando Camacho Pico, Wilson Alejandro Torres Morales, Luisa Armando Oña 

Cando, Juan Carlos Yanzapanta Caiza, Robin Esmagro Carrión Medina), ha 

ser analizados como muestra, por sus contundentes indicios de arbitrariedad y 

vulneración de derechos. 

Lamentablemente, no se concedieron las copias certificadas de los 

expediente solicitados, sino únicamente algunos documentos que se 

desconoce si son parte de algún proceso, pero que si guardan relación con 5 

de las personas de las que se pidió información, razón por la que, y a modo de 

muestra realizaremos el análisis de la información de 2 personas, que en virtud 

de la respuesta de la referida dependencia ejecutiva, será bajo la premisa de 

que no existe un expediente208 que contenga su proceso penal sustanciado. 

Privación de la libertad por “alterar el orden público” 

De la información proporcionada el martes 10 de mayo de 2011, los 

señores Robin Esmagro Carrión Medina y Juan Carlos Yanzapanta Caisa 

fueron detenidos, únicamente a partir de la versión de varios transeúntes que 

manifestaron que se encontraban “alterando el orden público”, y no quisieron 

                                                            
208 Entendiendo por expedientes al conjunto organizado de fojas en el que constan las diligencias, 
pruebas, escritos de los sujetos procesales y providencias emitidas por autoridad competente, dentro de 
un procedimiento previsto por el sistema procesal.  
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retirarse del lugar. A continuación analizaremos los documentos que 

entregados por la intendencia de policía, que sustentan estas detenciones. 

El 11 de mayo de 2011 el Comandante Provincial de Policía de 

Tungurahua dirige un oficio al intendente de policía poniendo en su 

conocimiento la privación de la libertad de estas dos personas. Este documento 

además de ser un acto formal interinstitucional constituye la manifestación 

concreta del derecho a la defensa y el principio de excepcionalidad de la 

privación de la libertad, el primero de ellos referido al derecho de toda persona 

a ser juzgada por una jueza o juez independiente, imparcial y competente209, y 

el segundo, a las condiciones de una detención, además de por una orden 

escrita de juez competente, por encontrársele en delito flagrante, en cuyo caso 

no podrá permanecer detenida sin fórmula de juicio por más de veinticuatro 

horas210. 

El derecho a la defensa, en este sentido, expresa el principio de juez 

natural, que es una garantía orgánica del proceso penal211, que significa “(…) 

tres cosas distintas aunque relacionadas entre sí: la necesidad de que el juez 

sea preconstituido por la ley y no constituido post factum; la inderogabilidad e 

indisponibilidad de las competencias; la prohibición de jueces extraordinarios y 

especiales.”212 

Además de otras “(…) garantías orgánicas consistentes en otras tantas 

separaciones: la imparcialidad exige la separación institucional del juez 

respecto de la acusación pública; la independencia demanda su separación 

                                                            
209 Art. 76 numeral 7 literal k) de la Constitución de la República 
210 Art. 77 numeral 1 Ibídem. 
211 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 539 
212 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 590 
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institucional de los otros poderes del estado y, por otra parte, la difusión judicial 

entre sujetos no dependientes entre sí; la naturalidad requiere su separación de 

autoridades comitentes o delegantes de cualquier tipo y la predeterminación 

exclusivamente legal de sus competencias.”213 

Y por otra parte, la excepcionalidad de la privación de la libertad, que 

implica en primer lugar, que la libertad de una persona solo podrá ser 

restringida dentro de un proceso penal214, en segundo, que esta detención no 

deberá darse en todos los casos, sino como última vía utilizada para garantizar 

su comparecencia en el proceso y el cumplimiento de una pena, y en tercer 

lugar, que solo podrá ser ordenada previamente por juez o jueza competente, a 

excepción de los delitos flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la 

persona detenida por un tiempo máximo de veinticuatro horas, sin fórmula de 

juicio215. 

Entonces, concretamente, el comandante provincial de policía de 

Tungurahua identificó al intendente de policía como la autoridad independiente, 

imparcial y competente para juzgar y de ser el caso sancionar a las personas 

detenidas, por lo que él denominó alterar el orden público, pero no solamente 

eso, sino como aquella autoridad que garantizaría el debido proceso y ante 

quien las personas privadas de la libertad harían valer sus derechos.  

                                                            
213 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 580 
214 A excepción del apremio personal dentro de un juicio de alimentos, como lo determina el artículo 66 
numeral 29 literal c) de la Constitución de la República. 
215 En relación a este último punto, caben dos reflexiones, la primera, en relación a la constitucionalidad 
de la detención por contravención flagrante, que ha sido materia de discusión en varios espacios, ya que 
conforme a la Constitución, solo la flagrancia en los delitos amerita la privación de la libertad, sin 
mencionar ni incluir a las contravenciones, que a pesar de ser infracciones penales al igual que los 
delitos, se diferencian en cuanto a su tipificación y sanciones en virtud del principio de lesividad, a partir 
de lo que, el hacer extensiva esta detención flagrante también a las contravenciones sería realizar una 
interpretación por analogía, algo prohibido en derecho penal, por contravenir el principio de estricta 
legalidad, consecuentemente el de interpretación restrictiva.  
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Uno de esos derechos el no permanecer detenido por un tiempo superior 

a 24 horas sin fórmula de juicio, surgiendo en este punto un elemento de 

imperativa relevancia, el oficio en referencia -2011-2820-CP9- fue elaborado el 

11 de mayo de 2011 y aparentemente presentado, de acuerdo a una nota 

manuscrita que se presume es la fe de presentación, con fecha 12 de mayo de 

2011 sin poder divisar la hora, pero en todo caso, en un tiempo cercano a las 

24 horas, es decir, que este era un caso que ameritaba una atención urgente 

de la intendencia de policía, que como garante de derechos debía velar por que 

se respete este derecho constitucional. 

Es importante acotar que en la parte superior derecha de este oficio, 

consta con letra manuscrita de manera legible las palabras y números: “Multa $ 

(…) c/u 606 # 8 12 MAY (…)”, presumiéndose que se trata del tipo de 

contravención por la cual se sancionó a las dos personas detenidas, ya que el 

artículo 606 #8 del Código Penal determina que: “Serán reprimidos con multa 

de siete a catorce dólares de  los Estados Unidos de Norteamérica y con 

prisión de dos a cuatro días , o con una de estas penas solamente (…) 8. Los 

culpables de pendencias o algazaras nocturnas” 

Algo que evidentemente no lo podemos afirmar sino solo presumir, pese 

a que se encuentre en un documento público, certificado como tal, y solo en 

ese ámbito de la presunción, si ese fuera el caso, confirmaría que en efecto las 

personas detenidas fueron sancionadas, y que la única manifestación de 

carácter jurisdiccional constante en este documento es esta leyenda que 

determina el tipo de contravención cometida, sin pruebas, sin defensa, sin 

sentencia motivada, sin derecho a impugnación. 
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Además como se describió anteriormente posiblemente fueron 

sancionados por ser “(…) culpables de pendencias o algazaras nocturnas”, 

cuando la detención –como se verá en el parte policial- se realizó a las 16h15 

es decir en horas del día, a este respecto buscando un referente objetivo de lo 

que la ley considera día o noche, podemos citar el tiempo dispuesto en el 

artículo 592 del Código Penal, “(…) entre las siete pasado meridiano y las cinco 

de la mañana” 

          Con el objeto de abordar o descartar todos los argumentos posibles es 

necesario manifestar que las algazaras diurnas si son una prohibición penal, 

denotada como:  “Serán reprimidos con multa de dos a cuatro dólares de los 

Estados Unidos de Norte América: (…) Los que formaren pendencias o 

algazaras en lugar público, durante el día”216, que como puede observarse no 

amerita una pena privativa de libertad, por tanto si este fuera el motivo 

existirían serios indios de una privación de libertad arbitraria.  

          El segundo documento entregado, es un parte policial elaborado y 

suscrito por el policía que realizó la detención, que al inicio mismo del 

documento indica que fue en la calle Paccha y Av. Quiz Quiz, por alterar el 

orden público, el día martes 10 de mayo de 2011, a las 16h15, siendo estos los 

primeros elementos a analizar. 

En primer lugar la calificación de conducta que realiza el mencionado 

policía, al mencionar que la detención se la realizó por alterar el orden público, 

algo que será analizado posteriormente a la luz de las circunstancias de la 

detención -constantes en el mismo documento- para observar a que hechos o 

                                                            
216 Art. 64 numeral 44 del Código Penal 
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actos se denomina alterar el orden público. En segundo lugar, el parte refiere 

que la detención se la realizó  el día martes 10 de mayo de 2011, a las 16h15 y 

del sello de la Prevención del Comando Provincial de Policía de Tungurahua Nº 

9, el recibido, una leyenda escrita a mano que se lee 17h25 y una firma, se 

entiende fue presentado el mismo día 10 de mayo a las 17h25, es decir 

prácticamente una hora después de la detención. 

Elemento que al ser cotejado con el oficio revisado anteriormente indica 

que pese a que el parte fue presentado el mismo día de la detención, 

aparentemente recién llegó a ser presentado al intendente de policía dos días 

después, es decir el 12 de mayo de 2011, presuntamente vulnerándose el 

principio de excepcionalidad de la privación de la libertad, constituyéndose ya 

en este punto una posible detención arbitraria. 

Continuando, en cuanto a las circunstancias de las detenciones, éstas 

se coligen del mismo parte policial, que en lo pertinente manifiesta: “(…) por 

versiones de los transeúntes del sector  quienes nos supieron manifestar que 

dos individuos se encontraban alterando el orden público por lo cual se les 

indicó que se retiren del lugar haciendo caso omiso a lo solicitado por lo que se 

procedió a la detención de los Sr. Robin Esmagro Carrión Medina, Sr. Juan 

Carlos Yanzapanta Caisa217 (…)”.  

Es decir, la calificación inicial de alterar el orden público realizada por el 

policía que realizó la detención, se basa a su vez en transeúntes que refieren 

esta conducta, desconociendo que actos comprenden la misma, peor aún que 

hayan sido constatados por el policía en mención; por lo que, aparentemente el 

                                                            
217 En el documento constan los nombres con mayúsculas 
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motivo material por el que fueron detenidas las dos personas fue el no retirarse 

del lugar, algo que en sí mismo, por el derecho a la libertad de movilidad y 

tránsito218, no constituye ninguna conducta prohibida, por tanto no susceptible 

de sanción alguna219, mucho menos privación de la libertad. 

Así mismo pese a que se menciona que se recibió versiones de 

transeúntes del sector, no se determina quienes son ellos y donde puede 

ubicárseles, siendo este un deber del policía, más aún cuando privó de la 

libertad a dos personas, algo que implicaba necesariamente el inicio de un 

procesamiento contravencional, tendiente a determinar la existencia o no de la 

contravención, así como la culpabilidad de sus responsables, a partir de la 

práctica de pruebas –una de ellas la testimonial- y su refutación en virtud del 

principio de contradicción220, como parte del derecho a la defensa.  

 Como puede apreciarse de los anexos, posteriormente constan dos 

certificados médicos y copias de cédulas de ciudadanía de los detenidos, 

documentos que en este punto no prestan ninguna relevancia al análisis. 

En cambio sí, un memorandum de policía denominado “libertad de 

contraventores”, que suponemos es el documento que hace las veces de una 

boleta de libertad, o al menos tiene el mismo fin, y del que caben varias 

consideraciones. La inicial es su objeto, la “libertad de contraventores” es decir 

parte de la calificación de que las personas detenidas son contraventores, 

asegura con certeza su culpabilidad en el cometimiento de una contravención, 

consecuentemente por el principio de legalidad221, asegura que a las personas 

                                                            
218 Art. 66 numeral 14 de la Constitución de la República. 
219 Art. 66 numeral 29 literal d) Ibídem 
220 Art. 76 numeral 7 literal h) Ibídem 
221 Art. 76 numeral 3 Ibídem 
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detenidas se las sancionó luego de un debido proceso, en este caso 

contravencional, en el que se respetaron todos sus derechos de protección, por 

conductas y sanciones previamente tipificadas. Así mismo afirma que se 

enervó su derecho a la presunción de inocencia222 es decir fue declarada su 

responsabilidad por sentencia ejecutoriada. 

Por otra parte, establece su etiquetamiento como “contraventores” ya 

que el hecho de haber cometido una contravención, no implica que se los 

estigmatice con esta denominación; como ejemplo análogo podríamos citar 

que, el que una persona haya sido condenada por un delito no implica que la 

orden o boleta en la que se disponga su libertad deba llamarse “libertad del 

delincuente”. 

La fecha en la que es emitido este documento es el 12 de mayo de 

2011, con lo que se confirma que los detenidos estuvieron privados de su 

libertad por aproximadamente 48 horas al menos, ya que no existe ningún 

elemento que establezca que en realidad obtuvieron su libertad en ese día. 

Bajo lo que caben dos posibilidades, la una, que fueron sancionados a una 

pena privativa de libertad por 2 días, algo que no podemos corroborar ya que 

no se anexó ninguna sentencia condenatoria y, la otra, que estuvieron privados 

de su libertad sin fórmula de juicio por más de 24 horas, en todo caso existen 

indicios de una detención arbitraria. 

Este memorandum en su esencia de manera literal dice: “sírvase poner 

en libertad a los contraventores Carrión Medina Robin Esmagro y Juan Carlos 

Yanzapanta Caiza223, que se encuentran a mis órdenes (…)”, redacción de la 

                                                            
222 Art. 76 numeral 2 Ibídem. 
223 En el documento todo lo contenido entre comillas consta con mayúsculas 
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que podemos extraer algunas reflexiones. En su primera parte vuelve a afirmar 

que los detenidos, son contraventores y que su libertad se obtiene en este 

contexto de responsabilidad penal, más no por haberse ratificado su inocencia, 

y posteriormente, asume que se encuentran bajo sus órdenes, suscribiendo 

personalmente el Ab. Alex Valladares como intendente general de policía de 

Tungurahua. 

Cabe relevar que los documentos antes analizados se encuentran 

foliados secuencialmente del 1 al 7, en el orden en los que los hemos descrito, 

que no existen fojas faltantes entre una y otra, por tanto nos hace presumir que 

es todo el archivo que tiene esta dependencia ejecutiva, y que 

presumiblemente no existen documentos entre fojas que deban ser 

completados, es decir que el orden de procesamiento de los detenidos fue su 

detención, la elaboración de un parte policial, su revisión médica, su ingreso en 

el Centro de Detención Provisional de Ambato, su permanencia por 

aproximadamente 48 horas y la orden de libertad como contraventores.     

Finalmente es necesario referir que de acuerdo al informe de personas 

privadas de la libertad por la intendencia general de policía analizado en el 

anterior capítulo, los señores Robin Esmagro Carrión Medina y Juan Carlos 

Yanzapanta Caiza estuvieron detenidos desde el 10 de mayo hasta el 12 de 

octubre de 2011, y de la revisión de los documentos analizados únicamente 

permanecieron detenidos desde el 10 al 12 de mayo de 2011, algo que revela 

que la información pública constante en el informe en este respecto es errada, 

así como la fe pública hacia la ciudadanía y otras instituciones públicas; esta 

información muy probablemente es utilizada para reportar resultados de gestión 
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o para generar política pública, consecuentemente cualquier utilización que se 

dé a la misma tendrá una base falsa. 

Luego de realizados los análisis e investigaciones constantes en los tres 

capítulos, estos son los resultados de la aplicación del Sistema Penal 

Contravencional en nuestro país, y más que nada las consecuencias y 

secuelas sobre seres humanos concretos, a los que posiblemente, no solo se 

condenó injustamente sino, afecto su vida permanentemente.  

Conclusiones 

A partir de los análisis doctrinarios, normativos e investigativos 

realizados, consideramos que, con sobra de argumentos se ha demostrado que 

el sistema penal contravencional en nuestro país tiene una tendencia máxima, 

casi absoluta al derecho penal máximo, arbitrario y desicionista, en donde 

prima el poder antes que el saber; parafraseando a Zaffaroni, el estado de 

policía en nuestro caso, no es un enano que ataca al estado de derecho, sino 

que en este ámbito de oscuridad, es el estado de derecho el que es un 

diminuto enano, que de vez en cuanto, pretende al menos llamar la atención de 

un gigante estado de policía. Más puntualmente nuestras conclusiones son: 

1. Nuestro longevo Código Penal contiene prohibiciones que atentan 

gravemente contra el principio de estricta legalidad, al contener en la 

mayoría de sus disposiciones, juicios de valor, conductas indefinidas, no 

susceptibles de una decisión de abstención, basadas en prejuicios y 

estereotipos, sin daños a terceros, imposibles de ser verificadas 

empíricamente, peor aún, de ser refutadas con propiedad. Y por otra 

parte, dirigidas antes que, a tutelar derechos fundamentales, a tratar de 

implementar un modelo de orden público o de buenas costumbres, que 
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concibe al derecho penal como la primera opción para el control social 

antes que la última, por su carácter eminentemente lesivo. En este 

escenario estos tipos penales se constituyen en normas constitutivas y 

no regulativas, que persiguen a las personas por lo que son y no por la 

que han hecho. 

2. Por el efecto vinculante entre la lesión de las garantías penales y su 

efecto en las garantías procesales, evidentemente las debilidades antes 

mencionadas hieren de gravedad a la estricta jurisdiccionalidad, siendo 

simplemente quimérico el pensar que en este contexto se pueda realizar 

una recolección adecuada de elementos probatorios que sustenten una 

objetiva acusación, que pueda ser contradicha, y sea la base de una 

verdad procesal explicada en una sentencia motivada.  

3. El Código de Procedimiento Penal contiene un proceso penal-

contravencional marcadamente inquisitivo y desicionista, en el que el 

juzgador se constituye en juez y parte, por tanto carece de imparcialidad 

e independencia, siendo esto más evidente en el juzgamiento de las 

contravenciones de primera clase. El sistema penal acusatorio pese a 

encontrar sus ejes en la misma Constitución de la República, no ha 

alcanzado al procedimiento contravencional, en donde no existe la 

separación estatal entre las funciones de perseguir y punir. 

4. En cuanto al órgano juzgador se refiere, las intendencias de policía en 

sus orígenes fueron creadas para ser un brazo ejecutor o perpetuador 

del poder ejecutivo, que tuvieron concentradas para sí, un sinnúmero de 

funciones propias de otros poderes del Estado, principalmente el judicial, 

este contexto espacio-temporal ha variado sustancialmente en muchos 
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sentidos estructurales, sin embargo aún perviven muchas de las 

características de su creación que data de varios siglos atrás, minando 

día a día nuestro ideario de Estado constitucional de derechos y justicia 

en efecto el poder político en una sociedad organizada, a semejanza de 

la materia, ni se crea ni se destruye, SOLO SE TRANSFORMA224 

5. Los/as intendentes de policía de nuestro país, pertenecen 

orgánicamente a la Función Ejecutiva, tienen cargos de libre 

nombramiento y remoción, por tanto no tienen estabilidad laboral, en 

muchos casos son cuotas políticas, tienen funciones administrativo-

policiales y además desde 1983, formalmente por ley, administran 

justicia penal, es decir han desempeñado y aún desempeñan –en la 

práctica- jurisdicción y competencia. Consecuentemente concentran 

funciones ejecutivas y judiciales, que vician su accionar de parcialidad y 

falta de independencia, pero más que nada, de la desnaturalización del 

ideario de administración de justicia:la protección de los derechos 

fundamentales, tutela que corresponde al concepto de jurisdicción, más 

que al de aferramiento del contenido de lo que se entiende como 

competencia. 225 

6. De acuerdo al análisis del informe de la intendencia de policía de 

Tungurahua, en relación a las personas privadas de la libertad en el año 

2011, un gran porcentaje de ellas fueron presuntamente condenadas por 

conductas atípicas, es decir por conductas no establecidas como una 

prohibición penal por las leyes penales, algo que las constituye 

presuntamente en detenciones arbitrarias; 

                                                            
224 Carlos Jiménez Villarejo y Antonio Doñate, Jueces, pero parciales, La pervivencia del franquismo  en el 
poder judicial, p. 210 
225 Augusto Ibáñez Guzmán, Relaciones Fiscal-Juez de Control de Garantías, p. 354 
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7. En muchos casos, pese a encontrarse tipificada la conducta prohibida, 

las penas aplicadas fueron atípicas, en virtud que se determinaron 

penas privativas de libertad que superaban el techo y en otros casos que 

no contemplaban ni el mínimo -pero si superaban las 24 horas máximas 

de detención sin fórmula de juicio-; consecuentemente dichas penas 

presuntamente fueron detenciones arbitrarias; 

8. Existen casos en los que, aparentemente se juzgó y condenó a una 

pena privativa de libertad, sin competencia para hacerlo, en una posible 

arrogación de funciones, como por ejemplo los casos de robo; 

9. Aparentemente, varias conductas reguladas por el ámbito administrativo 

-faltas administrativas- fueron susceptibles de penas privativas de 

libertad, desnaturalizando la esencia y naturaleza, tanto del control 

administrativo, así como del derecho penal de última ratio; 

10. De 1135 personas detenidas en el periodo de análisis, existen graves 

indicios de que 789 fueron detenidas arbitrariamente, es decir 

aproximadamente el 69,52 % del total de personas. En virtud de lo que, 

presuntamente en centenas de casos se cometió actos tipificados como 

delito en el Código Penal226.  

                                                            
226 Artículos 180, 181, 182, 183 e innumerado 602.18 Código Penal, que en ese orden manifiestan: “Los 
empleados públicos, los depositarios y los agentes de la autoridad o de la fuerza pública que, ilegal y 
arbitrariamente, hubieren arrestado o hecho arrestar, detenido o hecho detener a una o más personas, 
serán reprimidos con seis meses a dos años de prisión y multa de doce a treinta y un dólares de los 
Estados Unidos de Norte América. Podrán, además, ser condenados a la interdicción de los derechos de 
ciudadanía por dos a tres años.”; “La autoridad que ordenare el confinamiento de una persona 
contraviniendo a los preceptos constitucionales, será reprimida con prisión de seis meses a dos años.”; 
“Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el funcionario que retuviere a un detenido o preso 
cuya libertad haya debido decretar o ejecutar; y el que prolongare indebidamente la detención de una 
persona, sin ponerla a disposición del juez competente.”; “Serán reprimidos con prisión de dos meses a 
dos años y multa de seis a doce dólares de los Estados Unidos de Norte América los que, sin orden de 
las autoridades constituidas y fuera de los casos en que la Ley y los reglamentos permitieren u ordenaren 
el arresto o detención de los particulares, hubieren arrestado o hecho arrestar, detenido o hecho detener 
a cualquier persona, siempre que este arresto o detención no constituya un delito más severamente 
reprimido.”; “Actos contra ciudadanas o ciudadanos.- Será sancionado con reclusión menor ordinaria de 
tres a seis años, la servidora o servidor policial que cometiere deportaciones o traslados ilegales, 
detenciones ilegítimas, toma de rehenes, coacciones para servir a grupos subversivos o privare a 
cualquier persona de su derecho a ser juzgado de formar ordinaria e imparcial.” 
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11. El análisis cualitativo de las copias certificadas de los casos de 5 

personas que fueron privadas de la libertad, nos permite concluir que al 

encontrarse foliadas secuencialmente y por la manifestación expresa de 

la intendencia de policía, que al menos en los casos solicitados no 

existen expedientes contravencionales constantes en cuerpos 

organizados, con numeración que los identifique, con resoluciones de 

avocatoria, citación, notificación, convocatoria a audiencia, término de 

prueba, solicitud y práctica de pruebas, sentencia, concesión de 

recursos impugnatorios y las demás que fueren pertinentes; 

12. Aparentemente no solo, no existen estas constancias escritas de 

diligencias y resoluciones, sino que las mismas no se realizaron en los 

presentes casos, existiendo un patrón de actuación de la Policía e 

intendencia de policía de Tungurahua que parte de la detención de una 

o más personas, su traslado a una unidad médica para obtener un 

certificado, y de allí al centro de detención provisional, la elaboración de 

un parte policial por parte del agente de la detención, su presentación 

ante su superior, la comunicación de éste a la intendencia de policía y 

días después, dependiendo el caso, la emisión de un memorándum de 

policía concediendo la libertad de los contraventores. Hechos que 

vulneran no solamente la Constitución y legislación interna, sino varios 

instrumentos internacionales aprobados y ratificados por el Ecuador, por 

tanto vinculantes en su aplicación227 y con responsabilidades por su 

omisión.  

13. En el caso analizado se evidencia que, el policía que realizó la detención 

de las personas presentó un parte policial de manera inmediata a su 
                                                            
227 Art. 417 y 425 Ibídem 
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superior, sin embargo éste lo puso en conocimiento de la intendencia de 

policía aproximadamente en 48 horas después de la detención, hecho 

que de llegar a confirmarse configura en si mismo una detención 

arbitraria. Datos que revelan una posible vulneración constitucional228, 

pero además del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos229 y 

la Convención Americana de Derechos Humanos230, al no haber sido 

juzgadas dichas personas dentro de un plazo razonable. 

14. La conducta por la que aparentemente se condenó a 2 personas 

(análisis cualitativo), no se adecua plenamente a los hechos 

determinados en el parte policial, pendencias o algazaras nocturnas, 

cuando los hechos sucedieron en horas del día, situación que vulnera el 

principio de estricta jurisdiccionalidad en una de sus características 

como es la interpretación o denotación, que implica que luego de la 

verificación de la existencia del hecho la autoridad competente debe 

verificar el tipo de infracción a la que se adecuan estos hechos231, pero 

además toda condena por un hecho distinto al presunto hecho cometido, 

se constituye en una vulneración al principio de estricta legalidad, que es 

                                                            
228 Art. 77 de la Constitución de la República: “En todo proceso penal en que se haya privado de la 
libertad a una persona, se observarán las siguientes garantías básicas: 1. La privación de la libertad se 
aplicará excepcionalmente cuando sea necesaria para garantizar la comparecencia en el proceso, o para 
asegurar el cumplimiento de la pena; procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en los 
casos, por el tiempo y con las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en 
cuyo caso no podrá mantenerse a la persona detenida sin fórmula de juicio por más de veinticuatro 
horas (…)” lo resaltado me corresponde 

229 Artículo 9, numeral 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Toda persona detenida o 
presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad (…)” Lo resaltado me corresponde. 

230 Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto De San José), Artículo 7.  Derecho a la 
Libertad Personal: “(…) 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el 
proceso.(…)” Lo resaltado me corresponde  

 
231 Ver en: Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 167 
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la base de la “(…) comprobación empírica apta para fundar decisiones 

sobre la verdad o la falsedad (…)”232  

15. En el oficio que pone en conocimiento las privaciones de la libertad de 

las dos personas detenidas, existe una nota manuscrita que 

presuntamente refiere el artículo del Código Penal que contiene la 

contravención por la que fueron condenados, así como sus sanciones 

pecuniarias, que al no existir ninguna evidencia de que se haya emitido 

una sentencia escrita, o una sentencia oral en audiencia pública, hace 

presumir que esta nota es el único acto de carácter jurisdiccional, 

emitido por la intendencia de policía de Tungurahua, situación que 

coincide con el contexto aparente, en el que se colige no existió un juicio 

previo. 

De confirmarse que esa fue la manera en la que se condenó a estas 

personas, a más de todas las garantías del debido proceso descritas 

anteriormente, de manera específica se vulneraría el derecho a la 

defensa en cuanto a la motivación de las resoluciones se refiere233, 

misma que “(…) garantiza, la naturaleza cognoscitiva y no potestativa 

del juicio, vinculándolo en derecho a la estricta legalidad y de hecho a la 

prueba de la hipótesis acusatoria (…) Precisamente, la motivación 

permite la fundamentación y el control de las decisiones tanto en 

                                                            
232 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 405 
233 Art. 76 numeral 7 literal l) de la Constitución de la República: “En todo proceso en el que se 
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: (…) El derecho de las personas a la defensa incluirá las 
siguientes garantías: (…)Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras 
o servidores responsables serán sancionados.” 
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derecho, por violación de ley o defectos de interpretación o subsunción, 

como en hecho, por defecto o insuficiencia de pruebas.”234  

Además al no existir una sentencia escrita y motivada, se vulnera 

materialmente el derecho de impugnación de las personas privadas de la 

libertad, consecuentemente la Constitución235, la Declaración Universal 

de Derechos Humanos236, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos,237 y la Convención Americana de Derechos Humanos238 

16. El medio a través del cual los detenidos obtuvieron su libertad fue un 

Memorandum de Policía, el que partía por definirlos como 

contraventores, es decir como responsables del cometimiento de una 

infracción penal, sin dejar lugar a la posibilidad de que hubieran obtenido 

su libertad por la ratificación de su inocencia, hecho que abunda en la 

presunción de que todas las personas detenidas fueron condenadas, 

más no absueltas, y que, en un contexto en el que se presume fueron 

condenadas sin juicio, atentando contra su presunción de inocencia. 

Por otra parte, como se lo mencionó anteriormente el calificarlos como 

contraventores se constituye en estigmatizante o etiquetante, ya que el 

                                                            
234 Luigi Ferrajoli, Derecho y Razón, p. 623 
235 Art. 76 numeral 7 literal m) de la Constitución de la República: “En todo proceso en el que se 
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: (…) El derecho de las personas a la defensa incluirá las 
siguientes garantías: (…) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida 
sobre sus derechos.” 
236 Art. 8 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: “Toda persona tiene derecho a un recurso 
efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.” 

237 Art. 14 numeral 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Toda persona declarada 
culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean 
sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.”  

238 Art. 8 numeral 2 literal h) de la Convención Americana de Derechos Humanos, Garantías Judiciales 
“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: (…) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal 
superior.” 
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hecho de que una persona hubiera cometido una contravención lo hace 

responsable de ella, más no sujeto de discriminación, como un ejemplo, 

se citó el caso de las personas declaradas responsables de un delito, 

cuyas boletas de libertad no los refieren como delincuentes. 

17. No existe información completa y fidedigna en los archivos de la 

intendencia de policía de Tungurahua, de los expedientes de las 

personas que fueron privadas de la libertad en el periodo del 15 de 

diciembre de 2010 al 16 de noviembre de 2011, muchos de los 

expedientes se encuentran extraviados de acuerdo a información 

expresada por el mismo Intendente en la garantía jurisdiccional 

planteada, sin embargo, no existe ningún proceso de reposición, ni 

sanciones a los responsables de esta supuesta pérdida. Se presume 

que muchos expedientes no se encuentran extraviados, sino que nunca 

existieron. 

18. Pese a que todos estos hechos son conocidos por varios organismos de 

las Funciones Ejecutiva y Judicial, no se ha determinado ninguna 

responsabilidad administrativa, más bien, en un franco espíritu de 

cuerpo se ha defendido a la intendencia de policía y se ha esquivado el 

investigar los hechos; debiendo diferenciar a la Secretaría de 

Transparencia de Gestión que inició una investigación y elaboró un 

informe que concluye presunciones de responsabilidad penal y 

administrativa y recomienda acciones judiciales y administrativas, 

empero este informe no ha sido asumido por la Función Ejecutiva, y 

hasta la fecha no existen investigaciones, peor aún responsabilidades. 
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Siendo así como se ha confrontado la teoría con la realidad y se ha 

demostrado, la ilegitimidad de un Sistema Penal Contravencional, que muy 

posiblemente seguirá existiendo, aunque ya no ejercido por un órgano de la 

función ejecutiva, pero si alimentado por criminalización secundaria por el 

mismo; que se encuentra viciado en su misma estructura y a menos que se 

inicien medidas de esa índole, seguirá siendo el mejor instrumento de coacción 

social. 

Recomendaciones 

1. Presentar la investigación realizada a organismos nacionales o 

internacionales de protección de derechos humanos, que asuman y 

continúen la investigación, recaben mayor información ampliándola si 

fuere necesario  a otras provincias de país, refuercen sus conclusiones 

y de ser el caso planteen las acciones constitucionales, legales o 

internacionales que determinen las responsabilidades estatales y 

personales por una presunta vulneración masiva y formal de derechos 

humanos. 

2. Presentar formalmente esta investigación a los asambleístas que 

conforman la comisión encargada del tratamiento y discusión del 

Proyecto de Código Orgánico Penal Integral, con el objeto de que sirva 

como insumo empírico de la despenalización de las contravenciones 

penales y el diseño de su protección a modo civil y administrativo, o al 

menos tenga incidencia en la despenalización del mayor número de 

conductas y en su sistema de su juzgamiento. 

3. Pese a que, esta recomendación no dependa del autor de la presente, 

mientras el órgano legislativo discute la promulgación del nuevo Código 
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Orgánico Penal Integral, sería recomendable, aún más imprescindible, 

que los jueces contravencionales que diariamente conocen, juzgan y 

sancionan contravenciones apliquen control constitucional sobre las 

mismas y su procedimiento, y envíen sus dudas razonables a la Corte 

Constitucional para que se decida sobre las éstas con carácter erga 

omnes.      
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